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Introducción 

El problema planteado en esta tesis no es tan sólo de política legislativa sino de filosofía 

del Derecho. La legalidad en la aprobación de los tratados internacionales es fundamental 

en la preservación de los bienes de la sociedad moderna. Las formalidades legislativas, 

en este caso, se relacionan con valores del Derecho, como la legitimidad y la igualdad 

ante la ley. Este trabajo buscará demostrar que la aprobación que hace el Senado de los 

tratados internacionales contradice el concepto de autoridad formal de la ley y que esto no 

es una cuestión meramente formal, sino que tiene efectos materiales. 

Los tratados internacionales constituyen un poderoso mecanismo en el proceso de 

globalización. Las normas que rigen la polftica exterior de un país dejan de ser las que 

unilateralmente decide expedir un Estado, por aquellas que provienen del consenso 

internacional. Tal es el caso de las normas referidas a la actividad comercial. donde 

claramente los Estados ya no autodeterminan su régimen legal internacional, sino que 

establecen reglas cuyo origen es la negociación y la conveniencia económica y politica 

para las partes. Dentro de ese fenómeno globalizador del Derecho, aparecen como 

legisladores los jefes de Estado, quienes al lograr la redacción final del tratado lo someten 

a la aprobación de los órganos legislativos correspondientes, en el caso de México, el 

Senado. Esto no debe confundir a cerca del carácter de los tratados: son ley y, de 

acuerdo a nuestra Constitución. Ley Suprema. Es importante recalcar que los tratados 

tienen un carácter excepcional: otorgan a algunos paises "preferidos
R 

beneficios que no 

se otorgan a la generalidad de las naciones. Para esto, los países firmantes deciden qué 

normas del derecho interno no son aplicables a los Estados parte en et tratado. Como 

consecuencia. se firma un tratado que contiene las excepciones a leyes federales, de 

modo que los países "preferidos" se sometan a ellas y no a la legislación federal aplicable 



a todos los demás. Por ejemplo, el acuerdo internacional más importante en la historia 

moderna de México, el Tratado de Ubre Comercio para América del Norte (TLCAN), 

pretende que México, Estados Unidos de América y Canada se sometan en materia 

comercial y de inversión, no a sus respectivas leyes federales, sino a las reglas 

internacionales del TLCAN. Asl, todos los países del mundo, menos Estados Unidos de 

América y Canadá, se sujetan a las leyes federales expedidas por el Congreso. Los casos 

analizados en esta tesis, como el Código Fiscal de la Federación, la Ley de Expropiación, 

la Ley para el Impuesto General de Importación y la Ley General de Instituciones y 

Sociedades Mutualistas de Seguros, sufrieron una modificación vía el propio TLCAN, 

misma que no fue aprobada por la Cámara de Diputados en franca contradicción con al 

principio de autoridad formal de la ley. 

Esta tesis tratará el TLCAN como ejemplo más claro de la contradicción al principio de 

autoridad formal de la ley (este principio, respaldado por la doctrina y contenido en el 

apartado F del articulo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

ordena que la modificación de una ley debe seguir el mismo procedimiento que el llevado 

a cabo para su formación). Los tratados internacionales de libre comercio, lienen el 

objetivo primordial de modificar las reglas comerciales y de inversión contenidas en leyes 

federales, a favor de los Estados parte. La aprobación exclusiva del Senado ha provocado 

que un gran numero de excepciones a leyes federales no hayan sido aprobadas también 

por la Cámara de Diputados. La contradicción al concepto de autoridad formal de la leyes 

manifiesta. Segun el artículo 72 letra H de la propia Constitución, es facultad de los 

diputados el conocer primero las cuestiones que versen sobre contribuciones, incluidas 

obviamente las contribuciones al comercio exterior. La contradicción al principio de 

autoridad formal de la leyes agravada. 



En resumen, esta es una tesis muy sencilla: los tratados intemacionales de libre comercio 

debieran ser aprobados por el Congreso General y no tan solo por el Senado de la 

República. Las razones que la fundan son también sencillas: la legalidad constitucional de 

los tratados, la defensa del principio de autoridad formal de la ley, la legitimidad en su 

aprobación y el respeto a los derechos de representación. 

Sin un adecuado sistema de aprobación de tratados, los intereses nacionales corren el 

nesgo de verse dañados. Este trabajo también se referirá a las consecuencias 

económicas, politicas y sociales de los medios actuales para aprobar tratados 

internacionales y pretende dar una solución: los tratados internacionales deben aprobarse 

por ambas cámaras del Congreso. 

Mi creencia que la facultad de aprobar tralados internacionales no debe darse s610 al 

Senado, se explica a fondo en esta tesis. la contradicción a esta tesis (antítesis) debe, en 

mi opinión, hacer una exploración histórica, más que juridica, de por qué a lo largo de más 

de 136 años se ha aceptado expresa y tácitamente, que el Senado sea quien apruebe los 

tratados. Las consideraciones de orden legal para que así haya sido, no han sido 

explicadas a pesar de que es evidente que el Congreso es el que debe aprobar los 

tratados internacionales. Esta tesis solo trata los aspectos juridicos y prácticos y en ellos, 

mi convicción de que así debe ser. 
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CAPiTULO 1. El Senado. 

1.- Facultades y Funciones. 

Dos cuestiones se trataran en esta parte inicial de la tesis. Primero, analizar los criterios 

para otorgar a la Cámara de Senadores facullades exclusivas. Segundo, hablar sobre las 

clases de funciones y facultades de la cámara de Senadores. Es relevante para la tesis el 

para poder establecer a que categoría en las funciones del Senado corresponde la 

facultad del artículo 76 fracción I de la Constitución que se otorga de manera exclusiva al 

Senado para aprobar los tratados internacionales. En la medida en que se puedan 

explicar las funciones del Senado se podrá explicar el lugar jurídico que le corresponde a 

la cilada facuUad. 

Los principales crilerios con los que se ha atribuido a la cámara de Senadores facultades 

exclusivas son los siguientes: 

Primero, históricamente se ha considerado que a la cámara de Senadores, corresponden 

las cuestiones que "inmediala y directamente afecten el interés colectivo de los Estados. 

que es lo que constituye el elemento federativo."1 También comparte esta opinión el 

maestro Ramón Ruiz, diciendo que en aquellas cuestiones en que solo se afecten los 

intereses de los Estados no hay fundamento ni razón para que tomen parte también los 

representantes del pueblo. Por su parte, la Cámara de diputados opera como el órgano 

del Estado, responsable de la representación de los intereses de la población en general. 

Desde los federalistas norteamericanos hasta nuestros días se afirma, que la cámara de 

dipulados atiende "lo que afecta inmediala y direclamenle al individuo como individuo, lo 

1 h'11<I RllIllin::7.. Felipe. Derccho Constitudoml1 MC.'(icano. Ed. POITlIn .XXVII cd. México 199J.l1jl413 
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que constituye el elemento popular"2. El mismo maestro Ramón Rodriguez, profesor del 

antiguo colegio Militar corrobora en su texto la siguiente afirmación, "atendidos el origen y 

la naturaleza de ambas cámaras, no hay duda en que cada una de ellas debe ejercer 

atribuciones exclusivas en aquellos puntos que afectan exclusivamente los intereses de la 

entidad a quien respectivamente representan ... La cámara de diputados es la 

representación del pueblo;"J La doctrina y el legislador parecen haber convenido por 

tradición en esta división de atribuciones basadas en el criterio anterior: a la cámara de 

Diputados las cuestiones del pueblo, a la de Senadores los intereses de los Estados que 

conforman el sistema federal. Aunque claro textualmente, este criterio es impreciso en 

concepto, pues ¿puede en realidad decirse que los intereses del pueblo y el de los 

estados son diversos? Cuando una norma se destina para tutelar a los estados, ¿no tiene 

como destinatario último la población? ¿No debieran ser siempre los intereses estatales 

los intereses populares? No hay, en mi opinión, cuestiones que sean relevantes para los 

estados que no sean al propio tiempo, relevantes para la población. La franja divisoria 

entre los intereses de unos y otros es por tanto borrosa. No puede afirmarse claramente 

que los senadores sean representantes de las entidades federativas y no de la población 

tanto como los diputados, pues los requisitos para ser senador son los mismos que para 

ser diputado, con la excepción de la edad mínima que requiere la Constitución. Ambos, 

senadores y diputados no pueden ser sancionados por las opiniones que emitan en el 

desempeño de sus cargos. Al igual que los diputados no pueden ocupar otro empleo por 

el que disfruten honorarios ... El régimen para los senadores es el mismo que para los 

diputados: no pueden ser reelectos para el periodo inmediato..... Tienen además 

"idénticos términos para computar la renuncia tácita e iguales responsabilidades u.4 Este 

~ itlelll. 
~ Rui7., Rmnón. DcrechoConstitm:ional. UNA M México 1978. pplili! 
~ <:~rpi7.o f>.-1cGregor. Jorge. El Sistema Represntati\'o ell México. Estmlios Constitucionales. PIl 1 li2 2ed. 
f>.léxicoiUNAM 19M3. 
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Griterio de distribución de competencias tiene su origen en la composición del Estado 

Federal Norteamericano, fundado después de las 13 colonias, donde se requ~ría que un 

órgano especial representara las colonias, ya estados. en cuestiones generales, comunes 

a tollos los individuos como entidad federativa. Pero en realidad, se defendían los 

intereses de los miembros de ese estado de la Federación. México, en un repetido 

vroccso de imitación, toma del discurso de Jay. la idea del Senado como representante 

federal. Sin embargo. ya se ha dicho que el criterio es cuestionable. En este sentido se 

pronuncia también Jorge Madrazo, al decir que "la restauración del Senado en 1874 nada 

tiene que ver con el federalismo. Se le reorganiza para evitar el gobierno congresional, en 

vez del presidencial que postula la Constitución. El Senado aparece no como pieza 

fundamental del Estado federal, sino como un sistema bicamaral, independiente del modo 

de distribución territorial del poder:'5 La decisión de restaurar el Senado obedeció a una 

decisión polftica, tal como la de los congresistas americanos de otorgar la facultad de 

aprobar los tratados internacionales al Senado. 

Considerados los miembros del Senado como personas de intachable reputación, con 

mayor edad para garantizar su prudencia y madurez, con juicio experimentado y de 

permanencia estable en dicho órgano. se le otorgaron también funciones de Gran Jurado. 

de designación de los ministros de la Corte, de ratificación de nombramientos. Todo ello 

corno se dijo, basado en la creencia que los Senadores tienen mejor juicio para resolver 

las cuestiones que atañen a la Federación y a los intereses de los Estados. Así, el 

segundo criterio se configura por el elemento de capacidad humana del que deben gozar 

los senadores. 

~ f\bdl~l/(I CllCllar. Jorge. Rcncxionc~ Consliluci(lnaks. ElI. POITúa Mé.xico 1994. 
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Tercero, a la cámara de Senadores se le confiere la facultad de conocer de los conflictos 

que se susciten entre los poderes de un Estado. Es decir, un criterio de imparcialidad, 

donde un órgano formado por representantes de todas las entidades haran por resolver 

conflictos entre poderes estatales. 

Por último, se le confieren cuestiones de colaboración administrativa con el Presidente de 

la República, como seria la ratificación de nombramientos. Este criterio se apoya en el 

segundo aquí enunciado pues precisamente colabora el Senado en estas cuestiones 

porque sus miembros deben reunir elementos morales que garantizan su atinada 

decisión. 

Los criterios anteriores dieron lugar a las diferentes fracciones del articulo 76 de la 

Constitución. Brevemente se verá Que todas ellas siguieron alguno de lOS criterios 

mencionados. 

El articulo reza: "Articulo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 

Fracción 1: Analizar la política exterior desarrollada por el ejecutivo Federal con base e los 

informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario del Despacho 

correspondiente rindan al Congreso; además, aprobar los tratados internacionales y 

convenciones diplomáticas que celebre el Ejecutivo de la Unión;" La iniciativa presidencial 

de oclubre de 1977, explica que la intima relación enlre la aprobación de tratados 

internacionales y el análisis de la política exterior dio lugar a que fuera necesario otorgar 

al Senado la posibilidad jurídica de analizar la política exterior llevada a cabo por el 

Presidente. Segun la exposición de motivos, dar esta facultad al Senado "es congruente 

con la naturaleza orgánica que le es propia y Que le confiere intelVención en los asuntos 
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que involucran al sistema federal en su conjunto."6 Por lo que se refiere a la segunda 

parte de la fracción, la aprobación úe tratados corresponde al Senado, esto sera 

analizado durante el curso de la tesis por ser este enunciado su parte central. 

"Fracción I!: Ratificar los nomuramientos que el mismo funcionario haga del Procurador 

General de la República, Ministros. agentes diplomáticos, cónsules generales, empleados 

superiores de Hacienda, coroneles y demás jefes superiores del Ejércilo, Armada y 

Fuerza Aérea Nacionales, en los ténninos que la ley disponga;" Esla facultad sigue el 

segundo de los criterios mencionados en párrafos anteriores, de acuerdo al cual se 

considera que los miembros del Senado dada su honorabilidad y juicio experimentado 

están en las mejores condiciones de ratificar los nombramientos. Además, es un claro 

ejemplo de la colaboración administrativa tradicional que se ha establecido entre el 

Senado y el titular del Ejecutivo. 

UFracción 111.- Autorizarlo también para que pueda permitir la salida de tropas nacionales 

fuera de los límites del país, el paso de tropas extranjeras por el territorio nacional y la 

estación de escuadras de otra potencia, por más de un mes, en aguas mexicanas;" Esta 

fracción sigue el criterio de confianza en los miembros del Senado, es por otro lado, 

cuestiones que interesan directamente a las entidades federativas en su conjunto, ya que 

las circunstancias de guerra involucran a más de un Estado. Ya se ha dicho que cuando 

una cuestión involucra a más de un Estado es la Federación la quien se interesa por la 

solución del problema. Además es otro ejemplo de colaboración administrativa. 

"Fracción IV.- Dar consentimiento para que el Presidente de la República pueda disponer 

de la Guardia Nacional fuera de sus respectivos Estados, fijando la fuerza necesaria;" En 

este caso se juntan también todos los criterios anteriores. 

(. E'posieiún dc llIotinl$ ., la rcfoon3 Constitucional., artículll 76 fracción primero. Diario Olicial de la 
Fcdcracillll. UclulJl"c 1977. 
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"Fracción V.- Declarar, cuando hayan desaparecido todos los poderes constitucionales de 

un Estado, Que es llegado el caso de nombrarle un gobernador provisional, Quien 

convocará a elecciones conforme a las leyes constitucionales del mismo Estado. El 

nombramiento de gobernador se hará por el Senado a propuesta en terna del Presidente 

de la República, con aprobación de las dos terceras partes de los miembros presentes, y 

en los recesos, por la Comisión Permanente , conforme a las mismas reglas. El 

funcionario as! nombrado no podrá ser electo gobernador constitucional en las elecciones 

Que se verifiquen en virtud de la convocatoria que él expidiere. Esta disposición regirá 

siempre que las constituciones de los Estados no prevean el caso:" Este precepto fue 

creado con las reformas del 13 de noviembre de 1874, buscando precisamente evitar que 

los vacios de poder distorsionaran permanentemente la vida politica del Estado, El 

análisis de esta interesante fracción rebasa los propósitos de la tesis, solo se dirá que los 

criterios para otorgar esta facultad al Senado fueron los anteriores: confianza en los 

senadores, atender un problema de poderes locales a través de un órgano federal, ya que 

los Estados al suscribir el Pacto Federal pueden recibir constitucionalmente el auxilio de la 

República, 

"Fracción VI.- Resolver las cuestiones políticas que surjan entre los poderes de un Estado 

cuando alguno de ellos ocurra con ese fin al Senado, o cuando, con motivo de dichas 

cuestiones, se haya interrumpido el orden constitucional mediante un conflicto de armas. 

En este caso el Senado dictará su resolución, sujetándose a la Constitución General de la 

RepÚblica y a la del Estado;" Este precepto tiene su origen también en las reformas al 

articulo 74 de la Constitución de 1857. Las reformas de 1874, buscaron que se diera al 

Senado la posibilidad de resolver "cuestiones políticas" que fueran del todo diferentes a 

las que tiene derecho de resolver la Suprema Corte de Justicia de la Nación.7 En este 

caso el criterio fue preponderantemente el tercero señalado en este texto, es decir, fungir 
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como órgano de solución de problemas comunes a los Estados y donde el Senado por las 

virtudes de sus integrantes serían los más adecuados para conocer de estas cuestiones 

políticas. 

"Fracción VII.- Erigirse ell Jurado de sentencia para conocer en juicio poHtico de las faltas 

II omisiones que cometan los servidores públicos y que redunden en perjuicio de los 

intereses públicos fundamentales y de su buen despacho, en los términos del articulo 110 

de la Constitución;" Una vez más, dada las calidades específicas de los Senadores, se 

les confia la sentencia a servidores públicos por faltas u omisiones en su buen despacho. 

"Fracción VIII.- Designar a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 

entre la terna que someta a consideración el Presidente de la República , así como 

otorgar o negar su aprobación a las solicitudes de licencia o renuncia de los mismos, que 

le someta dicho funcionario;" el criterio predominante en esta fracción es aquél de 

colaboración entre los poderes Ejecutivo y el Senado, además de la multicitada confianza 

en los senadores. 

Después de analizar brevemente cada fracción podemos concluir que las facultades 

exclusivas del Senado fueron otorgadas en virtud de los criterios mencionados en la 

primera parte de este capilulo, generalmenle por combinaciones de criterios, pero en 

ningún caso. el criterio aludido para otorgar facultades exclusivas al Senado fue su 

potestad tegislativa. En todos los casos, salvo en la primera fracción segunda parte, se 

siguieron los criterios de materia común a las entidades federativas, calidad especial en 

los miembros del Senado, posibilidad de actuar como Gran Jurado y la colaboración 

eslrecha con el Ejecutivo. Como se verá más adelante, la facultad de aprobar lOS tratados 

intemacionales es también una excepción a las funciones del Senado, desde la 

perspectiva malerial de sus actos. Asi, aunque acostumbrados a considerar 

; TCLl<l Ralllirc .... Felipe. uh. eil. 
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históricamente como atribución de ese órgano la de aprobar tratados internacionales, no 

es una facultad que le sea propia o natural. 

Las facultades contenidas en las fracciones pueden entonces, también ser clasHlcadas 

desde el punto de vista material, es decir, si constituyen atribuciones legislativas, 

administrativas o jurisdiccionales. O bien, legislativas, político administrativas y politico 

jurisdiccionales. 8 Como la división de poderes no puede ser rlgida (que solo el Poder 

Legislativo pudiera legislar, el Ejeculivo llevar a cabo actos administrativos y el Judicial 

juzgar), solo puede hablarse de predominio de facultades. Es decir, el órgano legislativo 

se encargará preponderantemente de legislar, el Judicial de juzgar y el Ejecutivo de 

administrar. 

Los actos jurisdiccionales consisten en la aplicación de la ley al caso concreto. Estos 

actos presuponen la contienda entre dos partes o intereses jurfdicos expuestos, donde la 

actividad estatal sustituye a la voluntad de los particulares para resolver dicha contienda. 

El acto administrativo es llevado preponderantemente por el órgano Ejecutivo de un 

Estado, donde éste aplica leyes preexistentes a casos concretos para regir la actividad del 

Estado frente a los particulares o frente a otros órganos del Estado 

Por definición el acto legislativo es aquél que "crea una situación jurfdica general, 

impersonal y objetiva."g La ley como acto de autoridad debe reunir dos requisitos 

indispensables para ser tal: materialmente debe plasmar un contenido general, 

irnpersonal y objetivo. Segundo, debe ser obligatoria. Es decir, un acto declarativo no es 

~ E"'as dos c!a!'ilicncillm:s son sostenidas por la mayoría de los autores consultados pura esta tesis. La primera 
C\" responde a la del mao:stro Felipe Tena Rmnircz y la :;\'gund,¡ a Ignacio Burgoa Orihucla. 
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en estricto sentido una ley. Pero además de este requisito material, las leyes deben reunir 

el requisito formal: ser expedidos por un poder legislativo. Nótese que se habla de "poder 

legislativo" y no de órgano legislativo, pues otros órganos excepcionalmente pueden 

legislar, tal es el caso del Presidente de la República en los casos del articulo 29, 49 Y 

131de la Carta Magna. Sin embargo, desde el punto de vista constitucional, la ley, solo 

puede ser expedida por el Congreso, nunca por una sola cámara en ejercicio de sus 

facultades exclusivas. Renombrados juristas, incluso profesores eméritos de nuestra 

Facultad de Derecho opinan en este sentido. 10 Del texto de "Oerecho Constitucional 

Mexicano" de Ignacio Burgoa se desprende, "las facultades legislativas del Congreso de 

la Unión son las atribuciones que en favor de este organismo establece la Constitución 

para elaborar normas jurldicas abstractas, impersonales y generales, llamadas leyes en 

su sentido material o intrfnseco, las cuales, por emanar de él, asumen paralelamente el 

carácter formal de tales. En otras palabras, un acto jurídico de imperio presenta la 

naturaleza de ley desde el punto de vista constitucional cuando. además de los atributos 

materiales ya expresados (aspecto intrínseco), proviene de dicho cuerpo (aspecto 

extrínseco). Debe tomarse muy en cuenta que cuando la Constitución emplea el término 

"ley" conjunta esos dos aspectos, pues aunque en determinados casos conceda 

facultades a órganos de autoridad distintos al Congreso de la Unión, estas normas no son 

propiamente leyes.,,'1 Más adelante en su texto confirma esta postura, "Hemos afirmado 

que dentro de un sistema bicamaral como el nuestro, la función legislativa no puede 

desempeñarse por una sola cámara. Por ende, el Senado, sin la concurrencia de la 

Cámara de Diputados, no tiene atribución para expedir leyes. Sus facultades, en 

consecuencia son únicamente político administrativas o político jurisdiccionales."12 Lo 

~ Jb.e. (¡astón. Los principios generales del Derecho administrativo. Madrid. 192ft pp49 
In Lcase Ign;,cio Burgoa Orihucln. Fclipc Tena Ramirez. Ramón Rodrigue?, Eduardo Ruiz. JorgeCarpiw. 
I! IJurgoa Orihucla. Ignacio. Ob cit. 
I! [{lcm supra. 
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anterior se desprende del análisis de los articulas 70, 72, 73, 74 Y 76. El primero do ellos, 

el articulo 70 establece que "toda resolución del Congreso tendrá el carácter de ley o 

decreto." Aunque la Constitución no aclara la distinción entre ley y decreto. debe 

entenderse por ley. aquella disposición de carácter general, objetiva e impersonal dirigida 

a regir todos los supuestos que bajo ella se encuentren. El decreto por su parte, ~es la 

resolución que versa, dentro de la órbita de atribuciones del Poder Legislativo, a materias 

relativas a determinados tiempos, lugares, corporaciones, establecimientos o personas."lJ 

En efecto, el decreto es un acto particular, concreto, una resolución dirigida a una 

circunstancia especifica, no de carácter general. Por otro lado el articulo 72 enuncia, 

"todo proyecto de ley o decreto , cuya resolución no sea exclusiva de alguna de las 

cámaras, se discutirá sucesivamente en ambas." La expresión Qcuya resolución no sea 

exclusiva de alguna de las cámaras~, debe entenderse que son los decretos cuya 

resolución no sea exclusiva de alguna de las cámaras, puesto que las leyes, según 

apunta Burgoa y Tena Ramírez, no pueden ser expedidas por una sola de las cámaras en 

uso de sus facultades exclusivas. Esto se confirma de la lectura de los artículos 74 Y 76, 

puesto que en ningún caso la cámara de Diputados o la de Senadores encuentran 

facultades legislativas expresas en alguna de sus fracciones. Si en cambio, pueden 

expedir decretos. v.gr. la resolución del Colegio electoral, formado por la cámara de 

Diputados que califica ta elección del Presidente de la República. O la resolución que 

otorga el consentimiento del Senado para que el Presidente pueda disponer de la Guardia 

Nacional fuera de sus respectivos Estados. En resumen, si analizamos cada una de las 

fracciones del articulo 76 veremos lo siguiente: 

Salvo la primera fracción en la parte conducente a aprobar tratados internacionales, las 

demás fracciones consagran funciones administrativas o jurisdiccionales. Así por ejemplo, 

l' C!1l1stilllciún Polílita de los Estados Unidos Mcxicano~.l !06. 
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la fracción segunda es administrativa, pues tiene por objeto el ratificar un nombramiento 

hecho por el Presidente. Se trata en todo caso de "aplicar una ley preexistente a una 

relación directa para regir las relaciones del propio Estado... con otros órganos de! 

Estado."14 Lo mismo ocurre con las fracciones 111, IV,V, VIII. En todos estos casos, son 

funciones administrativas: autorizar al Presidente para que pueda permitir la salida de 

tropas nacionales fuera tle los limites del país; dar consentimiento para que el Presidente 

pueda disponer de la Guardia Nacional; declarar cuando hayan desaparecido lodos los 

poderes constitucionales de un Estado, que es llegado el momento de nombrar a un 

gobernador provisional; designar ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Por lo que se refiere a las fracciones restantes, la VI y la VII son funciones jurisdiccionales 

pues el Estado a través del Senado está resolviendo mediante normas jurídicas 

preexistente una relación jurídica contenciosa o de intereses expuestos, sustituyendo la 

voluntad de las partes en la disputa para resolver vinculatoriamente para ellas. Así, 

cuando resuelve las cuestiones politicas que surjan entre los poderes de un Estado o 

cuando se interrumpa el orden constitucional mediante conflicto de armas, el Senado 

dictará una resolución sujeta a la constitución, para resolver el conflicto. O bien, cuando 

se erige en Gran Jurado de sentencia para conocer en juicio político de las faltas u 

omisiones que cometan los servidores públicos y que redunden en perjuicio de los 

intereses públicos fundamentales y de su buen despacho. En este caso, el Senado actúa 

claramente con poderes jurisdiccionales. 

En la facultad de aprobar los tratados. en cambio. 10 Que el Senado está haciendo es de 

hecho un acto legislativo. La aprobación del tratado tiene una consecuencia inmediata: se 

vuelve por ese solo acto, derecho positivo. Es decir, la aprobación de un tratado es 

I~ Tena Ramirc7.. Felipc oh cit. 
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condición indispensable para que se vuelva obligatorio con carácter de ley y vincule en 

lanto prevee situaciones impersonales, generales y abstractas a toda aquél que caiga 

dentro de su supuesto. Esta afirmación arroja una profunda interrogante, cuestión 

fundamental a resolver en esta tesis: si el tratado internacional es una ley, incluso Ley 

Suprema de acuerdo artículo 133 de la Constitución y el acto que le hace enlrar en vigor, 

que lo hace derecho positivo, es la aprobación del Senado, ¿no se le está otorgando al 

Senado la atribución de expedir leyes? 

En el capilulo 5 de ésta tesis se retomarán estos conceptos para explicar por qué el 

tratado internacional es una ley, por qué el acto de la aprobación implica que el Senado 

expida leyes y finalmente, por qué la facultad de aprobar tratados internacionales debe 

atribuírsele al Congreso de la Unión y no tan solo a la cámara de Senadores 

11,· Evolución y Estudio del articulo 76 fracción I de la Constitución, 

La Constitución de 1857 consagraba un modelo unicamaral de representación popular. 

Una única cámara era la encargada de llevar a cabo todas las funciones inherentes a un 

Congreso Federal. Siendo Presidente Miguel Lerdo de Tejada, se impulsa el bicamarismo 

para lograr que dos órganos federales representaran en sus diferentes esferas a la 

población y a los estados. Seguramente influenciado por los congresistas 

norteamericanos, Lerdo propuso este sistema desde 1867. Para el 13 de noviembre de 

1874, en una reforma constitucional al articulo 72 secciones A y B, de la citada Carta 

Magna del 57, se decide otorgar al Senado la facultad exclusiva de aprobar los tratados y 

convenciones diplomáticas que celebre el ejecutivo con las potencias extranjeras. Fue 

esta la primera vez en la historia constitucional de México que tal atribución se confería al 



Senado. Antes. como se había dicho, la facultad correspondía a la Cámara de Diputados 

por ser ésta la única cámara. Las razones y fundamentos del legislador para conceder al 

Senado esta potestad tienen su origen en la Constitución de Estados Unidos de América 

de 1789. Ésta a su vez, se inspiró en un discurso pronunciado por John Jay el viernes 7 

de marzo de 1788. El propio maestro Felipe Tena Ramírez nos dice, "la función de 

aprobar tratados celebrados por el Presidente. que la Constitución otorga al Senado (fue) 

acogida de la Carta de Filadelfia, esa facultad tiene que ser estudiada principalmente a la 

luz de la experiencia norteamericana, señalando al efecto sus semejanzas y 

diferencias.,,15 Siguiendo las ideas del maestro Tena y por coincidir casi plenamente con 

los argumentos del legislador en 1874 y guardar un orden cronológico, me referiré primero 

al discurso de Jay. Las consecuencias y problemas que genera el remitir esta facullad al 

Senado serán analizadas detalladamente en los capitulos 4 y 5 de este trabajo. 

En efecto, el proyecto constitucional americano. proponía en su sección segunda, facultar 

al Presidente "por y con el consejo y el consentimiento del Senado, para concluir tratados, 

siempre que los aprueben dos terceras partes de los senadores presentes."" Aqui los 

comentarios literales de John Jay al respecto: ~EI poder de concertar tratados es muy 

importante, especialmente en relación con la guerra, la paz y el comercio, y solo puede 

delegarse en foona tal y con tales precauciones, que proporcionan toda clase de 

seguridades de que será ejercida por los hombres más capacitados al efecto y de la 

manera más conducente al bien público ... De estas consideraciones resulta naturalmente 

que el Presidente y los Senadores sean así escogidos. se contarán siempre entre 

aquellas personas que mejor comprenderán y conocerán nuestros intereses nacionales, 

ya que se les considere en relación con los diversos Estados o las naciones extranjeras 

I~ Tena Ramircz. Felipe. Ob cil.pp 419 
1" Jll)'. John. Correo lIe Nuc\'a York. Viernes 7 de Il\llrzo 178R. 
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que son mas capaces de servir esos intereses y cuya reputación de integridad inspire y 

merezca mayor confianza. El! lales hombres el poder de concluir tratados puede 

depositarse tranquilamente." y continúa John Jay, "Aunque la necesidad absoluta de un 

sistema, para desarrollar cualquier actividad, es ya universalmente reconocida, sin 

embargo, su importancia en los asuntos nacionales no esta aún bien grabada en la mente 

del público. Los que quieren confiar la facultad que estudiamos a una asamblea popular, 

integrada por miembros que entran y salen en rápida sucesión, parecen no recordar que 

en una entidad semejante forzosamente no es adecuada a la consecución de esos 

importantes fines que requieren ser meditados serenamente en todas sus relaciones y 

circunstancias y que solo pueden abordarse y realizarse adoptando medidas que exigen 

no solo talento, sino también una información exacta y a menudo mucho tiempo para 

combinarlas y llevarlas a la práctica. Hizo bien la convención, por tanto, al establecer no 

solo que este poder de concluir tratados se encomendase a hombres aptos y honestos, 

sino también que continuaran en su cargo el tiempo suficiente para familiarizarse 

cabalmente con nuestros asuntos nacionales y para formular y poner en marcha un 

sistema para su dirección. La duración prescrita es bastante para darles ocasión de 

ampliar considerablemente sus conocimientos políticos, haciendo que su experiencia 

acumulada sea cada vez más beneficiosa al país. No ha demostrado la convención 

menos prudencia al disponer las frecuentes elecciones senatoriales de modo que se 

contrarreste el inconveniente de transferir periódicamente tan graves asuntos en su 

totalidad a hombres nuevos; pues dejando en su sitio a una gran parte de los antiguos, la 

uniformidad, el orden y la continuidad de la información se hallaran aseguradas." Y dice 

después, MLos asuntos que en el curso de una negociación (para un tratado internacional) 

requieren mayor secreto y prontitud son esas medidas auxiliares y preparatorias que solo 

son importantes desde el punto de vista nacional porque facilitan la consecución de las 

El Fetleralis.la. LXIV. Ed. Fondo de CultUnl Ecollomica. 19:'7. 
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finalidades de las negociaciones. Por cuanto a éstas se refiere. el Presidente no tendra 

dificultades para encargarse de ellas; y si surgieren circunstancias que exigiesen el 

consejo y consentimiento del Senado, puede convocarlo en cualquier tiempo. Vemos que 

la constitución provee lo necesario para que al negociar los tratados dispongamos de 

toúas las ventajas que es posible desprender del talento. conocimientos. integridad y las 

investigaciones cuidadosas por una parte, y del sigilo y la rapidez por otra.~ 

El primer parrafo de Jay muestra un gran problema a considerar: la facultad de aprobar 

tratados internacionales se confirió al Senado bajo un primer criterio de calidad de sus 

miembros. Cargada de retórica y de buenas intenciones. la propuesta de Jay no hizo 

alusión, no nada mas en este parrafo sino en todo su discurso a un solo argumento de 

Derecho. Es decir, no hubo razón jurídica alguna que sustentara validamente la decisión 

que ocupa a esta tesis. Las segunda parte del discurso aquí transcrito presenta dos 

problemas, UIlO ya dicho. no hay argumentos jurldicos que avalen el criterio de la 

convención. Palabras como "es adecuado", "puede depositarse tranquilamente" no hacen 

sino confirmar la elocuencia en su discurso y su carencia de sustancia normativa. Más 

. adelante incurre en un sofisma, trata de fundar su razonamiento con una prueba 

negativa, es decir, no explica por qué debe estar la facultad en manos del Senado sino 

por qué no debe estar encargada a la de representantes populares (ca mara de 

diputados). Por lo que a la temporalidad, rapidez y sigilo de los senadores se refiere, es 

una razón correcta pero no suficiente. Finalmente, el último argumento que esgrime Jay 

en su documento se refiere a algo medular en esta tesis, "A algunos les disgusta. no por 

los errores o defectos que contenga, sino porque consideran que únicamente deberian 

concluir los tratados quienes están investidos del poder legislativo, debido a que una vez 

perfeccionados van a producir el mismo efecto que las leyes." Jay no resuelve esta 

crítica, al menos para nuestro pais. pues aunque menciona en la citada Carta de Filadelfia 



que existen otras leyes que no propiamente son expedidas por el Congreso General ya se 

ht! escrito aquí que en México, la facultad de expedir leyes no puede recaer en alguna de 

las cámaras de manera exclusiva, que desde el punto de vista constitucional las leyes 

que no provienen del Congreso no son leyes propiamente en virtud de los argumentos 

establecidos en el apartado anterior de este capitulo. 

Corno se dijo, la exposición de Jay es sumamente importante para este trabajo, pues en 

ella se basó la exposición de motivos del Presidente Lerdo de Tejada. En 1874, seotorga 

a! Senado la facultad de aprobar los tratados internacionales. Los motivos de tal decisión, 

fueron politicos no legales. Pues por un lado se afirmó que al Senado debfan dirigirse las 

cuestiones que afectaran al Estado Mexicano en su totalidad. Como el órgano legislativo 

federal por excelencia, el Senado se encargaría de representar a las entidades 

federativas y al país en su conjunto en las disposiciones establecidas en los tratados. Se 

afirmó que los senadores serian gente ~honorable" y altamente calificados para defender 

los intereses nacionales de México. El discurso en 1874 para dar a la Cámara de 

Senadores la facultad de aprobar tratados repitió casi literalmente el discurso de los 

congresistas americanos, de Jay y de Hamilton, en un repetido proceso de imitación 

legislativa. En opinión de catedráticos de nuestra Universidad Nacional17
, al Senado se le 

olorgaron estas funciones en un auténtico esfuerzo de "sobrevivencia y justificación", pues 

de otro modo el Senado hubiera desaparecido por falta de materiat para trabajar. La 

ausencia de facultades relevantes para el Senado lo hubiera condenado a su extinción ya 

desvirtuar por completo el proyecto de Lerdo para integrar un segundo cuerpo legislativo 

que balanceara a la "norteamericana" los poderes de la Unión. Las razón jurídica estuvo 

ausente al otorgar dicha facultad, pues la exposición de motivos no hizo alusión a las 

consecuencias legales, ni al ámbito de competencias, ni mucho menos al principio de 
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ouloridad formal de la ley. El legislador de 1874 en absoluto habló de los problemas de 

contradicción de leyes y tratados, ni se ocupó por justificar el por qué excluir a la Cámara 

de Diputados de la aprobación de los tratados internacionales. 18 

Habiendo analizado las razones que el legislador de 1874 tuvo para reformar la 

Constitución, es propio estudiar ahora qué sucedió en el Constituyente de Querétaro de 

1917. Aquél Congreso representó la gran ocasión para discutir todos los preceptos 

vigentes hasta ese entonces. Sin embargo, ante la carga de trabajo, lo arduo de los 

debates y la dificultad de analizar cada una de las normas constitucionales, muchas 

fueron recogidas fntegramente de las constituciones anteriores, en especial de la 

Constitución de 1857. Las discusiones de Querétaro se centraron en los artículos Que 

tenlan motivo directo de la Revolución Mexicana. no fue en ese sentido una revisión 

exhaustiva de todas las normas existenles hasta 1917. Tal es el caso de la aludida 

facultad en esta tesis. 

El 15 de enero de 1917 tocaba el tumo para examinar los artlculos 74, 75, 76 -menos la 

fracción VIII, 77, 78, 79-menos la fracción 11 y 93. No puede suponerse como posible el 

que los diputados legisladores tendrían tiempo suficiente en una tarde para analizar 

acusiosamente, debatir y aprobar todos los preceptos anteriores. Como consta en las 

memorias de la Sesión 19. la secretaria dio cuenta de una adición al articulo 73 y se 

reservaron para su votación los dictámenes sobre los articulas 74 y 75. Se puso a 

discusión el articulo 76 y fue separada su fracción VIII. Todo ello no hace sino suponer 

que los demás preceptos fueron votados sin discusión. Como consecuencia. no hubo 

17 t-,1:u1incz. Martinel. Agu!>tin. Mac!>tm por Oposición de la malcria dc DcrcdlO Aclmini5lrlllivll. UNAM. 
!~ Gal'l'\lI Olicial del Estado Mexicano. 13 de novicmbre de 1874. Archivo en Rcserva. Uibliutccn Nacional. 
UNM .. 1. 
1'1 44" Sc~it\l1 Ordinaria: Teatro Iturbide: Qucrélaro. Qro. Enero 15. 1917. 



oposición alguna a la fracción I del 76, pues en este artículo el debate se concentró en el 

papel de los órganos públicos en las controversias estatales ( relacionado con el artículo 

104). Los diputados presentes discurrieron a cerca de las facultades contenidas en las 

fracciones V y VI del 76, las cuales otorgan respectivamente. la racultad exclusiva d~1 

Senado de declarar cuando hayan desaparecido todos los poderes constitucionales de un 

Estado, que es llegado el caso de nombrarle un gObernador provisional, quien convocara 

a elecciones conforme a las leyes constitucionales del mismo Estado y la de resolver las 

cuestiones políticas que su~an entre los poderes de un Estado cuando alguno de ellos 

ocurra con ese fin al Senado, o cuando, con motivo de dichas cuestiones, se haya 

interrumpido el orden constitucional mediante un conflicto de armas. El Constituyente de 

1917 quizás encontró que el asunto ya había sido suficientemenle discutido en 1874. 

Todas las opiniones fueron en la discusión de las facultades del Senado para intervenir en 

cuestiones estatales y no hubo siquiera un discurso que se ocupara de la facultad del 

Senado para aprobar los tratados internacionales: solamente se sometió a aprobación 

junto con el resto de los articulas: "-El C. Secretario: se van a votar los artículos 74, 75, 76 

-menos la fracción VIII, 77, 78, 79-menos la fracción 11 y 93 ... La presidencia suplica a los 

ciudadanos que no abandonen el salón, sino que por el contrario, pasen a ocupar sus 

asientos (voces: ¡nadie los abandona!) los artículos fueron aprobados por unanimidad de 

151 votos. (voces: imuy bien, muy bien!)" 20. Por unanimidad fueron aprobados y se 

mantuvo vigente una norma que databa del siglo XVIII, cuando en 1788 John Jay 

explicaba sus motivos para otorgar tal responsabilidad al Senado. Ese dla 15 de enero de 

1917, ciertas normas fueron analizadas con cuidado, algunas fueron discutidas 

someramente, pero muchas otras, fueron soslayadas de plano. Tal es el caso de la 

fracción I del articulo 76, donde el Constituyente de Querétaro tomó integra mente el texto 

de la reforma del13 de noviembre de 1874. 

1n Diario dc Debatcs ud Congreso Constituycnte 1916·1917.44' Sesión Ordinaria. 
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Finalrnente, en octubre de 1977, se adicionó otra parte a la fracción, pero no tocó el tema 

relativo a la aprobación de los tratados. El Senado tendría a partir de entonces, la 

responsabilidad de analizar la poliliea exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal con 

base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario del 

Oespacho correspondiente rindan al Congreso. Más bien, la reforma de 1977 tuvo el 

propósito de darle mayor fuerza al Senado en su relación con el Ejecutivo y al propio 

tiempo darle la posibilidad de intervenir en materia de política exterior. 

Por mas de 125 años el sistema federal mexicano ha otorgado -por misteriosa tradición, 

una facultad al Senado sin que exista previamente una razón jurídica de fondo. La 

facultad analizada en esta tesis pasó de generación en generación como algo dado, como 

si se tratara de un axioma, de algo sin discusión, la sola repetición del mismo error hizo 

ver esta situación como normal, y peor que eso, como legal, ya que como se vera más 

adelante, atenta contra dos de los principios básicos de nuestro sistema jurídico. 

A pesar de haber sido aceptada por cada una de las legislaturas siguientes a la del 13 de 

noviembre de 1874, la facullad de aprobar tratados internacionales no debió haberse ni 

incluido ni aprobado sin que previamente se demostraran razones jurídicas de fondo que 

justificaran tal medida. 



Capitulo 2. La Cámara de Diputados. 

1.- Facultades exclusivas. 

En el capítulo anterior se definieron y explicaron las funciones y facultades exclusivas del 

Senado. Se sostuvo que una sola cámara en uso de sus facultades exclusivas no puede 

expedir leyes, puesto que desde el punto de vista constitucional, todas las leyes para ser 

consideradas malerial y formalmente como tales deben ser aprobadas por ambas 

camaras. También se estableció que esto se infiere particularmente de los artículos 74 y 

76 relativos a las facultades exclusivas de cada cámara, donde se puede ver que no se 

les otorga el poder de legislar por si solas, salvo en un caso para el Senado: los tralados 

internacionales. 

En este capítulo se confirmará lo anterior, es decir, que analizando las facultades 

exclusivas de la cámara de Diputados se puede afirmar que en ninguna fracción se le 

otorga el poder de legislar sin la concurrencia del Senado. Pero sobretodo se guiará el 

análisis de este capitulo para concluir que la cámara de Diputados tiene una 

responsabilidad legislativa especial en matena tributana. En efecto, el artículo 72 de la 

propia Constitución en su letra H establece que las leyes o decretos que versen sobre 

contribuciones o impuestos deberán discutirse primero en la Camara de Diputados, es 

decir. ésta funge como cámara de origen. 21 Esto confirma la intención del Constituyente 

para que los diputados como representantes de la población tuvieran especial atención en 

~1 ('onstitllci6n Puliticn dc los Estados Unidos ~Ic.'tienno:;. Articulo 72. letm H: "La formación de leyes o 
decretos puede C011lClm\r indistintamcnte en cualquicm de las dos c3maras, con cxccpcion de los proycctos 
que n'rSllrell 50111'<.' cmprcstitos. contribuciones o impuestos. o sobre rcclutamiento de tropa:;. todos los cuales 
tkhenill discutirse primero cn la Ciunarn de Diputadus." 
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maleria de contribuciones. Pero es necesario recordar, que a pesar de que los proyectos 

de ley en materia de contribuciones lienen que discutirse primero en la de Diputados. 

debe enviarse la iniciativa a la otra cámara para su revisión, y solo con su eventual 

aprobación podrá la norma entrar en vigor. 

La conclusión de que la Cámara de Diputados tiene especial injerencia en maleria de 

contribuciones tiene relevancia para capitulas posteriores. pues se buscará demostrar que 

los tratados internacionales en materia de comercio y enfocados particularmente a 

aspectos arancelarios (contribuciones al comercio exterior) son leyes de excepción a las 

leyes gen~rales expedidas por el Congreso, y en las cuales, los diputados. a pesar de la 

facultad que tienen de conocer y aprobar primero las leyes en materia tributaria, no 

pueden intervenir. 

Toca ahora el análisis de aquellas facultades que constitucionalmente son propias de la 

Cámara de Diputados sin que intervenga el Senado. Dichas atribuciones son de tres 

lipos, polilico administrativas, polltico económicas y politico jurisdiccionales." 

La primera fracción, se refiere a erigirse en Colegio Electoral para calificar la elección del 

Presidente de la República, siendo su resolución definitiva e inatacable por beneficios de 

seguridad y estabilidad politica. 

La fracción segunda del artículo 74 constitucional, otorga a la cámara un medio de 

supervisión administrativa: "Vigilar por medio de una Comisión de su seno, el exacto 

desempeño de las funciones de la Contaduría Mayor.~ 

!! BllIg\l:l Orihuda. Ignacio. Derecho CUIlSlitudonal f\kxicano. Ed. Porru<l. 9" edición. Méx.ico 1994. pp 491. 



La tercera de ellas complementa administrativamente la anterior, pues tiene como facultad 

el de nombrar a los jefes y demás empleados de esa oficina. 

La cuarta fracción es quizás la más relevante. nFracción IV.- Examinar, discutir y aprobar 

anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, discutiendo primero las 

contribuciones que, a su juicio. deben decretarse para cubrirlo, asi corno revisar las 

Cuenta Pública del año anterior;" La aprobación del Presupuesto de Egresos constituye 

una facultad de gran importancia para el desarrollo económico del país, es un mecanismo 

de controlar las finanzas públicas del gobierno. Es importante señalar que el Presupuesto 

de Egresos no es una ley, pueslo que está dirigida de manera concrela y particular al 

Gobiemo Federal, para que sea observado por el ejecutivo, pero en ningún caso obliga de 

manera general, impersonal y objetivamente. Por ello, puede concederse válidamente a la 

Camara de Diputados tal atribución, pues no constituye un acto legislativo. El Presupuesto 

de Ingresos, llamado "Ley de Ingresos" esa sí es en efecto una ley cuya aprobación 

corresponde a ambas camaras. Asl se aprende de la lectura del texto del maestro Ignacio 

Burgoa donde claramente dice, HPor otra parte surge la cuestión teórica consistente en 

determinar la naluraleza de las facultades que tiene la Cámara de Diputados ... pues se 

suscita la duda si tales facultades son de carácter legislativo o no desde el punto de vista 

intrínseco o material. Como su nombre lo indica. el presupuesto de gastos importa un 

conjunto de erogaciones de diversa naturaleza que anualmente debe hacer la Federación 

para el sostenimiento y funcionamiento de todos los órganos ... Consiguientemente, la 

aprobación de éste (Presupuesto) que compete exclusivamente a la Cámara de 

Diputados no puede implicar un acto materialmente legislativo, ya que se manifiesta en la 

adhesión expresa que este órgano emite respecto de cada uno de los renglones o 

partidas presupuestales y sin perjuicio de que en el desempeño de la consabida facultad 
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las rechace o las mOdifique. Por ende, la aprobación del presupuesto anual de gastos se 

traduce no en una ley, sino en un decreto, que es la forma de los actos administrativos."23 

La cuarta facultad exclusiva de la Cámara de Diputados es aquellas que consisten en 

poder declarar si ha o no lugar a proceder penal mente contra los servidores públicos que 

hubieren incurrido en delito en los términos del articulo 111 de la Constitución. Esta 

facullad es la correlaliva a la de la Cámara de Senadores cuando ella actúa como órgano 

de sentencia para tales delitos. 

Por [lllimo, la fracción VIII del artículo 74 establece que serán facultad exclusiva de la 

Cámara de Diputados Ulas demás que le confiere expresamente esta Constitución.~ Uno 

de esos casos en que expresamente la Constitución otorga a la Cámara de Diputados una 

facultad exclusiva es la consagrada en el artícuto72 lelra H, que se refiere según ya se 

apuntó, a la formación de leyes o decretos que versen sobre empréstitos y en particular 

para esta tesis sobre contribuciones o impuestos. 

Las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados existen por criterios diversos a los 

de la Cámara de Senadores, sin embargo, casi todas las fracciones tienen su fundamento 

en una sola: los diputados fungirán como representantes de la población, pues serán 

electos a través de distritos electorales que provienen de la división del territorio nacional 

y no de entidades federativas. Ello hace suponer una distinción que no suscribo 

completamente: que los diputados estarán más ligados a los intereses de su distrito, el 

cual geográficamente no está delimitado, sino que tiene como base el número de 

habitan les, por lo tanto, el diputado representa a la población de su distrilo y no a los 

inlereses de su Estado. Cualquiera que sea el argumenlo el caso es que los diputados sí 

!1 Burgoa Orihudll. Ignacitl. oh. Cil. pp 4~V,. 
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atienden dentro de sus facultades exclusivas cuestiones de importancia para la mayoría 

de la población y no directamente a un Estado en particular. Salvo en el caso de declarar 

si ha lugar o no a proceder penalmente contra los servidores públicos, pues aquí 

desempeiia funciones jurisdiccionales con la finalidad de evitar que el órgano de 

acusación y el de sentencia se reúnan en uno mismo. 

Por lo que se refiere al derecho de iniciativa de leyes, la Cámara de Diputados tiene tal 

facultad. El articulo 71 Constitucional señala, "El derecho de iniciar leyes o decretos 

compete: fracción 11.- A los diputados y senadores al Congreso de la Unión;" Con ello se 

asegura que el pueblo a través de sus representantes directos pueda lograr que se 

propongan leyes relacionados con su propiOS intereses. Por otra parte se confirma que se 

trata de inielar leyes en el Congreso de la Unión, pues corresponde a éste órgano y no 

cada una de las cámaras. 

De lo analizado con anterioridad podemos llegar a la conclusión ya anticipada en esta 

sección: al igual que la Camara de Senadores. la de Diputados no tiene atribución 

constitucional para expedir leyes sin la concurrencia de la otra cámara. A lo más que se 

acerca es a expedir un decreto, los cuales por su naturaleza concreta y particular no 

significan actos materiales o formalmente legislativos y no son privativos entonces del 

Congreso. 
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11.- Atriuución de la Cámara de Diputados en el proceso legislativo en materia 

tributarla. 

El derecho que tiene la Cámara de Dipulados para discutir primero las iniciativas que 

versen sobre contribuciones tiene motivo en que las cuestiones 

"de dinero y de sangre son las que más afectan al pueblo y no tanlo a las entidades 

federativas. tl24 Ya se ha dicho en esta tesis, fundado por varios autores que la distinción 

entre los intereses del pueblo y los de las entidades federativas es poco clara. 

Forrnalrnente. no importa cuales hayan sido los motivos para que el Constiluyente del 17 

prefiriera darle a la Cámara de Diputados la potestad de conocer antes que la Cámara de 

Senadores las iniciativas sobre contribuciones. Basta con que tal atribución cumpla con 

los requisitos de validez de toda excepción válida dentro del sistema jurídico: que sea 

congruente con el orden constitucional y que no viole principios fundamentales de 

derecho. Atendiendo las fuenles reales de tal disposición, encontramos que en efecto, el 

legislador de 1917 consideró que las cuestiones tributarias requerían de una discusión 

cuidadosa a fin de vigilar que los derechos patrimoniales del pueblo no se vulneraran. Una 

situación donde la carga tributaria fuese excesiva equivaldria a un Estado despótico. El 

que las leyes tributarias debieran discutirse primero en la Cámara de Diputados, 

garantizaria al menos que un número de gente mayor revisaría su contenido y además, 

que de no aprobarse tal iniciativa no pudiera volver a presentarse en las sesiones del año, 

corno lo dispone el articulo 72 letra G. 

No mucho rnas se dijo en el Congreso Constituyente sobre la inclusión de esta letra H. En 

la discusión del 6 de enero de 1917 apenas se rozó el tema, pues el diputado Paulina 

Machorro Nárváez fue el único que hizo referencia a la facultad de la Cámara de 
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Diputados de conocer primero sobre las iniciativas de ley que se trataran de expedir en 

materia tributada, de empréstitos y de guerra. "El proyecto es exactamente igual al del 

articulo 70 de la Constitución (refiriéndose a la de t857 reformada) y trata de seguir una 

tradición constitucional de todos los paises, que consiste en que la formación de leyes 

relativas a empréstitos, contribuciones y reclutamiento de tropas, comenzará por la 

Cámara de Diputados. Siendo éste UIl principio bien arraigado entre nosotros, no necesita 

fundarse especialmente y, por lo tanto, la Comisión se permite proponer la aprobación en 

esta honorable Asamblea el artículo 72 inciso H en los términos siguientes .. :'25 

Lo verdaderamente relevante de esta atribución a la Cámara de Diputados, es que a 

través de la historia se ha considerado que a tal órgano debe encargársele las cuestiones 

relacionadas directamente con el pueblo, o aquellas en las que la población en general 

tendla un especial interés. Más adelante en el capitulo 5 se desarrollará esta idea con 

mayor sentido. Por ahora se puede decir que esta facultad se utilizará como un 

argumento clave en esta tesis para sostener la conveniencia de mover la facultad 

exclusiva de aprobar tratados internacionales del Senado hacia el Congreso General y 

además, plantear la necesidad de que las leyes que sean excepción a la regla general 

deban seguir para su modificación el mismo procedimiento que el utilizado para su 

creación, a pesar de que tal ley se encuentre regulada en diferentes códigos, libros u 

ordenamientos26
. 

2~ Tena Ralllircz. Felipe. Ob cil. I1P29 1 
~~ r"lachorro Nar"aez. Paulino. Diario de Debates del Cong.reso Constituyente. ob cit. 
2~ Tal COlllO lo seiiala la Constitución en su m1iculn 72 letra F. siguiclH.kl el principio de Hutorklad Formal de la 
ley. 
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Capítulo 3.- El Tratado de libre Comercio para América del Norte y sus 

Consecuencias. 

1.- El contexto de su Negociación. 

En este apartado corresponderá analizar algunos de los efectos económicos, politicos, 

sociales y jurídicos más importantes del Tratado de Libre Comercio (TLC). Una vez más, 

está dentro del propósito de esta tesis el demostrar que como pocos ordenamientos 

jurídicos, el TLC tuvo especial impacto para transformar al país, y que esa transformación 

derivada de un tratado internacional -que es Ley Suprema. fue aprobada por un 

mecanismo que es contrario al principio de autoridad formal de la ley, consagrado en el 

articulo 72 letra F de la Constitución. En otras palabras, el TLC provocó cambios sociales 

profundos, nuevas estructuras económicas y cambios en el sistema legal mexicano, más 

Que muchas otras normas jurídicas y sin embargo, adoleció de dos fuertes problemas en 

su expedición: constitucionalmente, la aprobación por el Senado de los tratados 

internacionales equivale a un acto de potestad legislativa, exclusivo en todos los demás 

casos para el Congreso General. La aprobación que hace el Senado de los tratados 

internacionales de libre comercio es contraria al mencionado principio, pues las 

excepciones a leyes como la Ley de Ingresos, Ley de Comercio Exterior, Ley de Inversión 

Extranjera y otras ya analizadas no han seguido para su entrada en vigor el mismo 

procedimiento que el idóneo para su creación. Las normas jurídicas cumplen una función 

de cambio social. y como muy pocas otras, el TLC tuvo éxito en ese sentido, de ahí la 

importancia de analizar en esta tesis algunas de las implicaciones del tratado. Ello 



contribuirá a comprobar que tanto por politiea legislativa como por filosofía del derecho, el 

tralado úebió haber sido discutido y aprobado en ambas cámaras. 

El primero de diciembre de 1930, el preSidente de los Estados Unidos, hundido en la 

asfixia de la Gran Depresión Americana de los años 30's, explicaba en su mensaje a la 

nación: " hemos sido víctimas de los sistemas económicos que están fuera de nuestras 

manos ... la unión americana se ve amenazada por la despiadada crisis económica y por 

Ull grupo numeroso de traidores que emigran a Europa para invertir sus recursos y olvidar 

al pueblo que los necesita ... Por ellos son nuestras severas restricciones al comercio 

internacional, para evitar que otros obtengan provecho. de nuestra desgracia ... n 60 años, 

2 meses y 9 días después, el también presidente George Bush gritaba visiblemente 

emocionado :" ¡Amor y libre comercio!21 

Tantos años de transición, de cambios, discursos y proyectos alcanzaron un punto 

climático con et Tratado de Libre Comercio de América del Norte en 1994. Como todos los 

tratados comerciales modemos. el TLC tiene por objetivo el eliminar los obstáculos al 

comercio, facilitar la libre circulación de los bienes y servicios, promover condiciones de 

competencia leal, solución de controversias, incremento en la producción nacional y el 

ingres028
• Sin embargo, por las condiciones en que surge, los aspectos que regula y la 

forma de aplicación, el TLC es distinto a cualquier otro. Tres puntos dentro de este 

espacio, nos ayudan a entender esta complejidad. Primero. el contexto de su negociación. 

Segundo, las condiciones de los mercados y su relación con las prácticas desleales. 

Tercero. una nota sobre el fenómeno migratorio. 

11 SlLlilh. !'eler H. Tallln~ oflhe Eagle. Cap.IO pp235 
!~ Snlinas de Gortari, endoso Prólogo al TLCAN, texto oficial. Secol1. 1994. 
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Para el entendimiento de las relaciones entre México y Estados Unidos-Canada, es 

necesario el analisis de tiempos aparentemente distantes. A principios de la década de los 

ochenta29
, México sufrió una gran crisis económica que puso en riesgo el sistema 

financiero global. Las operaciones triangulares petróleo - depósitos - préstamos hicieron 

quebrar la economía mexicana cuando el precio del crudo cayó de 40 a 13 dólares por 

barril. La crisis de 1982 dejaba una clara lección: la vulnerabilidad de la economía 

nacional ante las fuerzas exteriores, coincidiendo así con el argumento estadounidense 

de la Gran Depresión. El Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, proyeclaron 

para México y América Latina, un programa integral de reestructuración del Estado. Esle 

proyecto, llamado el " Consenso de WashingtonM30 debía ser cumplido como condición 

sine qua non, para la participación de estos organismos en el rescate financiero. En 

resumen, el Consenso de Washington estableció: 

1) Reducir el rol del Estado, disciplina. fiscal, venta de paraestatales, eliminar subsidios y 

dejar operando las industrias a las libres fuerzas del mercado. 

2) Respaldar la inversión privada, nacional y extranjera, eliminando las barreras 

arancelarias y no arancelarias para el capital extranjero. Es decir, incorporarse de 

lleno al libre comercio internacional. 

3) Los gobiernos latinoamericanos debían revisar sus políticas comerciales, en especial, 

tender hacia la liberalización de los mercados. Esto respaldaría el propósito de 

aumentar la inversión privada: la extranjera . 

.... Gordillo, Agustin. Tendencias Actuales dI!! Dl'rccho. La crisis ecunómica. Pp 189 . 

. '" Smith. Pete!' H. Oh cil. Cap. 10 pp 24\ 



Sin embargo, este proyecto incluía una contradicción fundamental: la pieza central del 

programa era reducir la participación del Estado, pero al propio tiempo, estos cambios 

estructurales requerían un Estaúo fuerte que los promoviera. 

La reforma económica planeada por Washington y los banqueros encontraría oposición 

en casi todos los sectores, desde el popular hasta el corporativo. Un Estado fuerte sería 

necesario para implantar las políticas, fiscales y económicas. Pero el eje de la estrategia 

era precisamente reducir la participación del Estado. 

El TLC, y antes el GATT, cumplian cabalmente con las disposiciones del Banco Mundial 

y el FMI. EI5 de febrero de 1991, se anunciaba por los presidentes de los tres paises, el 

inicio de las negociaciones para el tratado. La prensa nacional e internacional se 

sorprendían ante la grandeza del proyecto: 370 millones de personas a lo largo de 22 

millones de kms cuadrados, una producción total de 6 trillones de dólares y 200 mil 

empleos más para México por cada punto porcentual del crecimiento del PIS31
• Estas 

cifras merecen ser largamente analizadas: 

Cierto que eran 370 millones de personas, pero no de consumidores, puesto que en el 

caso de México, 20 millones de personas se encuentran bajo la linea minima de pobreza 

o pobreza extrema, 37 millones más, tienen un no significativo poder de compra y solo el 

restante tiene poder real de consumo. En cuanto a la producción de las economlas, las 

cifras envolvían una realidad mas asombrosa: de los 6 trillones de dólares que significaba 

la producción trilateral, 5 billones 392 mil dólares pertenecían a Estados Unidos, mientras 

que México participaría con sus 237 mil millones. En porcentajes, Estados Unidos 

concentraba el 90.4% de la producción, y México tan solo el 3.95%. Esto quiere decir, que 
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la economía mexicana es solo el 4% de la americana o si se quiere ver, 22.7 veces más 

chica. Unas cornparaciones bastarán para mostrar la desigualdad de las partes: México 

solo. produce menos que el condado de Los Angeles, (incluyendo los servicios financieros 

para éste). Las economías de toda América Latina, son solo el 18% de EUA y juntos no 

produCimos lo que produce el estado de California por sí solo en un año. Estos números 

fueron reveladores de una realidad: no habría en el TLC "igualdad entre las partes", ni en 

la negociación, ni en los beneficios del tratado. México se confirmaría como un exportador 

de materias primas. sin acceso a la mayoría de las importaciones de bienes tenninados. 

El argumento de la industrialización paulatina es hoy severamente cuestionado. A pesar 

de todo esto, la firma del tratado persegufa un objetivo, quizás teórico, que de cumplirse 

traería grandes beneficios a México. Estos es, implícitamente había una apuesta: que 

México aprovechara su ventaja en la producción de ciertos bienes: cemento, calzado, 

cerveza, acero, vidrio; las fortaleciera y compitiera en la arena internacional con industrias 

sólidas. México buscarla ase conseguir una economía de escala32, especializada en la 

producción de ciertos bienes que dieran empleo y crecimiento a las demás ramas de la 

economía. La libre movilidad de capitales permitirfa financiar los déficit en las 

importaciones y exportaciones temporalmente. Ante las circunstancias de desigualdad 

descritas anteriormente y ante el peligro de quedar aislados, fuera del proyecto mundial 

de liberalismo, la suscripción del tratado nos permite afirmar hoy: que fue algo razonable. 

Bajo este contexto es que surgió el TLC. Lo asimétrico de las economías nos permite 

entender las disposiciones de uno y otros paises defendiendo cada cual sus intereses. 

Las tres partes estuvieron de acuerdo en las generalidades del tratado, eliminar o reducir 

considerablemente las barreras arancelarias y no arancelarias, favorecer el libre flujo de 

1! INF,GI. htlp. \\'\\w.incgi.C1rg.m.\ 
.\~ KHlgm:mn.l':ml. Ecolloll1ia IlIlcrum:ional. Ed. fl-k Gmw I-li!l. C:lpitulo 2. pp 51 



bienes y servicios por una zona de libre comercio. proteger la propiedad intelectual y 

prucurar mecanismos justos y oxpeditos para la solución de controversias. Pero en lo 

particular, hubo "puntos sensibles del tratado", donde generalmente hubo una dicotomia: 

Estados Unidos- Canadá por un lado, y México del otro. 

Por parte de Estados Unidos y Canadá, los principales puntos de interés fueron (en 

orden en que aparecen en el TLC.): 

1) Hacer más estrictas las reglas sobre el origen de los bienes. Ejemplo de ello es la 

obligatoriedad de mostrar el certificado de origen en todo momento. salvo en las 

imp0l1aciones no comerciales o cuando siendo comerciales no excedan en el valor de 

$1000 USD. Además. se estableció que el valor de los materiales ajenos utilizados en 

la producción del bien, no podia ser mayor a 7% del costo final del producto. 

2) Eliminar en todas las áreas los requisitos de desempeño, en especial, los de libre 

transferencia de utilidades, la de no exigir un porcentaje mlnimo de personal nacional 

en puestos de dirección. Esta disposición, importante especialmente en el área de 

servicios financieros33
, hace expresa la facultad de los inversionistas, sea cual fuere 

su nacionalidad, a poder elegir con absoluta discrecionalidad, al personal que deban 

contratar, a los sujetos que integraran la alta dirección de las empresas y los puestos 

esenciales. El Estado no puede exigir que el consejo de administración de la empresa 

o sociedad se forme con un porcentaje de nacionales, residentes o alguna 

combinación de éstos. En lo general, el acuerdo fue que los inversionistas extranjeros 

podrían competir, dentro de la zona de libre comercio, en el mercado financiero 

mediante la creación de instituciones financieras o la apertura de sucursales o filiales. 

n Capitulo XIV TLCAN 
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Lo mismo resulta aplicable para las franquicias y todos los modos de aliflnzas 

estratégicas y expansión comercial. 34 

3) Propiedad Intelectual", regulada ampliamente en et capitulo XVIII Que acentúa los 

mecanismos para sancionar la piraterfa, lograr el cobro efectivo de las regalías y 

derechos de autor. Proteger las patentes y las creaciones de todo tipo, incluyendo las 

de procesadores de computadoras. (información ~invisible"). La adecuada regulación 

de la propiedad intelectual estaba intimamente ligada a la evolución comercial, pues 

éstas instituciones permiten el avance tecnológico e industrial. 36Estas restricciones 

fueron condición para la firma del tratado. Las disposiciones más importantes sobre 

esta materia son los siguientes: 

a) Respeto a los compromisos internacionales previos: los tres países firmantes 

hablan ya suscrito varios acuerdos en materia de protección a los derechos de 

propiedad intelectual. Por lo tanto. no fue necesario que se incorporaran al 

tratado disposiciones que ya eran positivas para las partes. En particular, se 

pactó la vigencia de las Convenciones de Ginebra para la Protección de los 

Productores de Fonogramas ( Estados Unidos concentra Yo partes del pago de 

regalias en la forma copyright mundial)37 y la de Berna para la Protección de 

Obras Literarias y Artisticas. 

b) Protección adecuada y eficaz a la propiedad industriaL J6 Por lo Que se refiere 

a las convenciones que los Estados ya hablan suscrito debían aplicarlas, y por 

lo que hace a las que no habían suscrito, las partes (México), se 

comprometieron a firmarlas dentro de los dos años siguientes a la firma del 

tratado. 

JI m1íclIlo 1403 TLCAN 
.1\ Capitulo XVIII TLC AN 
.1(, IJcrcovitz, Albcrto. Tcndcncias Actuales de la Propiedad Intelectual. Compilación. CFE. pp 56 . 
.17 Whilaker. i\rthur 1'. lllC Wc:stcrn Hcmi~phcrc Idea. Comcll. Unh'crsity PrC$$. 
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c) Protección Ampliadal9 . Las disposiciones contenidas en el TLC podían ser 

rebasadas por las legislaciones locales, es decir, el minimo de protección que 

debe otorgar un Estado sera el mencionado en el TLC, pero si existe 

posteriormente un precepto en la legislación nacional que sea de "mejor 

aplicación" y sea compatible con el TLC, la norma local debe aplicarse ell vez 

de la del tratado. 

d) Prollibir la internación de mercancías fraudulentas. Los Estados quedan 

facultados para tomar medidas rápidas y efectivas para impedir que 

mercancías fraudulentas ingresen a los países.40 

e) Sancionar penal mente faltas graves. Los códigos penales de los Estados Parte 

deben adecuar las normas jurídico penales para sancionar con prisión, la 

falsificación de marcas y la piratería de derechos de autor en forma comercial 

dolosa. Los órganos de impartición de justicia locales quedan vinculados por 

esta norma para decretar la destrucción, decomiso o secuestro de las 

mercancías objeto del ilícito.41 

f) Proteger las marcas. Además de la definición sobre la marca, el capítulo hace 

referencia de manera exhaustiva a los mecanismos para proteger las marcas. 

Cabe selialar que Estados Unidos, dentro de la agenda de negociación del 4 y 

5 de marzo de 1992 en Washington, D.C., 42 propuso incluir en la definición de 

marca, a las formas de empaquetado, la idea fue sui generis, puesto que en 

estricto sentido el empaquetado no es la marca, pero se entiende que es 

cualquier elemento que distinga a un producto de otro. la propuesta fue 

J~ Aniclllo 1701. TLCAN 
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aceptada. El articulo 1708 del TLC hace mención de varios aspectos sobre el 

registro y protección de las marcas. 

4) Los acuerdos paralelos soure Medio Ambiente y Cooperación Laboral. En este renglón 

es necesario hacer una nota. Uno de los más enconados debates dentro de Estados 

Unidos fue el argumento laboral. En medio de las elecciones presidenciales de 1992, 

Sil! Clinton, se mostraba seguro de respaldar el acuerdo de libre comercio siempre 

que hubiera protección efectiva al medio ambiente, y una revisión de los derechos de 

los trabajadores en Méxioo. El resultado de esta disputa fueron los acuerdos paralelos 

donde México hizo mas rígida su regulación ambiental y Estados Unidos tuvo que 

ceder ante la negativa del gObierno mexicano de involucrar una reforma a la Ley 

Federal del Trabajo. Sin embargo, el acuerdo paralelo en materia laboral, dejó 

satisfechos a los oongresistas americanos. Las Partes se comprometerían a promover 

la observancia de su legislación laboral y a aplicar efectivamente medidas de 

"regulación" laboral como: nombrar y capacitar inspectores; vigilar el cumplimiento de 

las leyes etc. 

5) Expropiación. El principio enuncia que no se podrá nacionalizar, expropiar o adoptar 

alguna otra medida equivalente. a menos de que se realice por causa de utilidad 

pública, sobre las bases no discriminatorias, con apego al principio de legalidad y 

mediante indemnización. la indemnización debe equivaler al valor justo que la 

inversión tenga el1 el mercado a la fecha de expropiación o antes de que se haya 

hecho público el aclo expropia torio si esta circunstancia afectó su valor. El pago. 

continúa la disposición, deberá hacerse sin demora, completamente en efectivo y los 

Estados parte se comprometen a no restringir que el dinero dado en pago pueda salir 
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libremente del Estado que lo otorgue43
• Se ha señalado que el precepto es desatinado 

porque establece un concepto de expropiación muy amplio, no limitándolo a bienes-14, 

sin embargo, la expropiación puede ser también de servicios, como ha ocurrido en 

México en dos ocasiones con la banca. El problema de la disposición no es ese, sino 

que establece que las indemnizaciones se harán al valor de mercado y la Constitución 

mexicana establece que se pagarán al valor fiscal, que por definición es inferior al 

valor comercial. Además, el pago deberá cubrirse en un periodo inmediato no mayor a 

un año (¡entonces ya no es inmediato!) Queda claro, que los inversionistas extranjeros 

que se apeguen al texto del tralado estan en mejores condiciones que los mexicanos, 

contrario a lo que expresamente dispone la Constitución en su articulo 32. 

México, por su parte, puso énfasis en los siguientes renglones: 

1) Energía y petroquímica básica. donde se reservan como bienes de la Nación y 

prioritarios para el desarrollo. las áreas relativas al petróleo, gas, petroquimica básica, 

energía eléctrica (aunque en este último se permiten fuentes de autoconsumo) y 

energía nuclear. Sin embargo, las compañías americanas y canadienses quedaban 

habilitadas por el tratado para competir por los contratos y licitaciones de Petróleos 

Mexicanos y operar en general, bajo las mismas prescripciones que las compañías 

mexicanas.45 Bajo los principios internacionales de trato nacional, no discriminación y 

transparencia, estas licitaciones y todas las demás, se harian conforme al capitulo X 

denominado, "Compras del Sector Público". El mecanismo ahí establecido procuraba 

asegurar, además de un procedimiento transparente, el que los ofertantes extranjeros 

tuvieran acceso a fa misma información que les seria proporcionada a sus 

competidores nacionales. Quedaron pactados los siguientes tipos de licitación: la 

J.I '\11iculll 1110 TLe AN 
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pública, la selectiva y la restringida. 46 es conveniente señalar que quedaron excluidos 

de las licitaciones públicas, los acuerdos no contractuales y de cooperación, de 

asistencia gubemamenlal, de transparencia de préstamos y garantias, de incentivos 

fiscales, de servicios de liquidación y administración financiera, de servicios de venta, 

de distribución de deuda pública47 y todos aquellos señalados en el Anexo 1001.18-1, 

Anexo 10001.18-2 Y Anexo 1001.2". Se creó un Comité de la Micro, Pequeiia y 

Mediana Industria que debe reunirse por lo menos una vez al año y que esta integrada 

por representantes de cada uno de los países miembros. Este comité tiene la finalidad 

de proveer información a las empresas de pequeña escala sobre sus oportunidades 

de participar en las licitaciones públicas que son acorde a su tamaño y capacidad. 

Además, capacitará al personal interesado en los procedimientos seguidos por el 

sector público para la adquisición de los bienes y servicios. 

2) Revisión y solución de controversias comerciales. Los mecan·lsmos de solución de 

controversias en el TLC pueden surgir con motivo del comercio en los siguientes 

casos: cuotas antidumping y compensatorias48
, inversiones49

, servicios financierosso. 

Corno lo señala la agenda de negociación51
, la delegación mexicana, tuvo la intención 

de crear tribuna tes de jurisdicción permanente y obligatoria para la resolución de las 

disputas comerciales con sus socios. Sin embargo, las dificultades para integrar los 

marcos jurídicos locales a este tipo de impartición de justicia implicaba un paso más allá 

de la integración económica. Es decir, se dijo que crear y dar jurisdicción a tribunales 

internacionales exclusivamente para el TLC era lanlo como renunciar a las facullades del 

H idclII. 
4(, Articulos 1008. 1009. Capítulo X: Compras del Sector Publico. TLeAN 
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4H capítlll(l XIX TLCAN 
4'1 capitulll XI TLCAN 
511 capítulll XIV. XI Y XX para ciertas 1I10dlllidudcs. 
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Estado para impartir justicia administrativa. Además, el proyecto para adecuar 

procedimientos de resolución de controversias en tribunales internacionales, como 

supraautoridad, lIevaria tanto tiempo, que los países prefirieron adoptar los mecanismos 

de los paneles internacionales. Finalmente, la propuesta mexicana no prosperó, pero 

nada impide que en algunos años, la comisión encargada de revisar la evolución del 

TLC52 decida plantear la conveniencia de los tribunales permanentes. 

En lo general, el procedimiento señalado en el TLC para la solución de controversias 

comerciales es como sigue: en caso de desacuerdo, por ejemplo, sobre el contenido 

nacional de las partes de un automóvil, el país reclamante debe solicitar el inicio de una 

etapa de consulta, donde las partes involucradas, a través de buenos oficios y 

negociación tratan de llegar a un acuerdo. Si en el plazo de 45 días, no hay arreglo entre 

las partes, se pide la intervención de la Comisión de Ubre Comercio con la participación 

de los tres Estados ( si el tercer Estado decide intervenir). Para el caso de que la 

Comisión no encuentre una solución al problema, el asunto se envía a un panel de 

expertos para que sea resuelto después de un cuidadoso estudio en el plazo de 315 días. 

Después del dictamen elaborado por la comisión, donde se sientan las bases para el 

arreglo de las partes y las recomendaciones para la solución de la controversia, las partes 

deben llegar a un acuerdo. Si esto no sucede, por la complejidad del problema, se 

autoriza al país reclamante para imponer sanciones unilaterales de carácter 

administrativo contra el país acusado, hasta que la cuestión sea resuella de alguna otra 

manera . 

. 1: J.;;¡ Comisión dc Librc CUlllcn:io del TLC se rcúne una vez :\1 :\0,) ,uandu lIIenos. 
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El procedimiento general par la solución de controversias se encuentra regulado en el 

capitulo XX del Tratado. Sobresalen en este apartado, tres cuestiones distintivas a la 

resolución de problemas comerciales internacionales: 

Primero, se debe elegir el foro dentro del cual se resolverá la disputa. Debido a 

que México, Estados UnidOS y Canada forman parte del GAn. existe una 

convergencia de normas jurídicas. de ahí la necesidad de que las partes previamente 

elijan mediante cual de los dos foros desean resolver la cuestión. Si el país reclamante 

desea llevar el procedimiento ante el GATT o el TLC debe asi informarlo a la parte 

afectante. en caso de que na exista consenso entre las dos partes se elegirá el TLC 

por exclusión del GATT. 

Segundo, es de notar que la parte contenciosa del procedimiento para la solución 

de controversias en el TLC se lleva a cabo en forma de páneles arbitrales. Los 

páneles son foros creados para el examen de la controversia ante ellos planteados y 

tiene la finalidad de resolverla mediante la aplicación del derecho expuesto en el 

tratado y en derecho internacional. Estos tribunales de facto, no cuentan con 

jurisdicción permanente, sino que se crean ante la eventualidad de que surja la 

controversia. Al establecerse estos medios de solución de disputas comerciales. saltó 

a la vista la posible inconstitucionalidad: considerase que son tribunales especiales, 

creados ex profeso para conocer de un caso en particular y que violan por lo tanto la 

garantía individual del articulo13 y que no aseguran las garantias del 14 y 16. 

Además. se discutía si las recomendaciones. llamadas "informes finales", contarían 

con los medios suficientes para hacer efectivas esas resoluciones. La primera 

cuestión no ha sido resuelta en su totalidad y la segunda, ha quedado demostrada por 

la experiencia. los páneles. si cuentan con medios para hacer cumplir sus 

resoluciones. pues una veZ rendido el informe final, el Estado puede válidamente 
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suspender la aplicación de los beneficios del TLC con un efecto equivalente, y 118sta el 

momento en que se resuelva la controversia, procurando hacerto dentro del mismo 

sector o sectores afectados. Es decir, ocurre la siguiente situación: si después de 

rendido el informe final, los Estados contendientes no convienen en una solución a la 

controversia conforme a las determinaciones y recomendaciones del informe dentro de 

los 30 dlas siguientes a la recepción del mismo, el Estado reclamante - que se le 

haya dado la razón en el pánel- puede como se dice vulgarmente, cobrarse a la china. 

Suspender unilateralmente los beneficios del tratado. Solo resta decir, que los paneles 

se integran por nombramiento cruzado de árbitros que garanticen la imparcialidad del 

procedimiento. Este mecanismo fue innovadofi3 en el plano internacional, los países 

se ven impedidos por virtud de esta disposición a elegir a sus propios nacionales como 

panelistas. 

Tercero, existe la imposibilidad de interponer recursos jurisdiccionales internos 

cuando se opta por el pánel binacional. Cuando se trata de cuotas antidumping y 

compensatorias, se supone que la integración del pánel sustituye la revisión judicial 

local de las resoluciones dictadas en esta materia.54 

11.- Efectos Económicos, Sociales y Politlcos del TLCAN en México. 

Otro aspecto que merece ser tratado es el relativo a las prácticas desleales -de comercio, 

en particular, el dumping. El dumping, es un anglicismo que viene del verbo to dump, que 

significa llenar de golpe. Es una practica comercial en la que una empresa establece un 

precio inferior para los bienes exportados que para los mismo bienes vendidos en el pais. 

~.l COlltrcras Voca. FrnnciSCO.ob cit. 
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Ul practica del dumping, puede generarse por dos situaciones. 55 La primera, es que la 

empresa busque efectivamente "quebrar " al rival extranjero, apoderarse del mercado, 

subir precios e incrementar notablemente sus ganancias. Pero puede ocurrir, que la 

empresa tenga que vender a un precio inferior al del mercado nacional por razones de 

optimización de recursos y de eficiencia. En este caso se encuentran algunas de las 

empresas mexicanas, las cuales por su tamaño, gozan de cierto poder monopólico en el 

mercado nacional, pudiendo fijar el precio a su libre elección, pero que en el extranjero -

EUA o Canadá- su empresa enfrenta un precio de mercado más bajo y que esté "dado", 

sobre el que no puede influir ya que carece ahí de poder monopólico. Se dice entonces 

que la empresa es " precio aceptante,,56. En resumen, una empresa mexicana fija un 

precio alto en el mercado local, aprovechandose de su poder monopólico. Pero al 

exportar, su producto ingresa al mercado al precio de competencia, que es menor al que 

fijó originalmente en su país. Podria pensarse que esta empresa esté llevando a cabo una 

práctica desleal de discriminación de precios, pero en realidad tiene que vender a ese 

precio, pues de vender a su precio local, más caro que el del mercado extranjero, el 

propio mercado lo llevarla a la quiebra.57 El articulo 6 párrafo primero del GAll, aplicable 

al lLC incluye la posibilidad de no sancionar a la empresa que se encuentre en esta 

situación, al establecer que "se deberá tomar en cuenta, en cada caso, las diferencias en 

las condiciones de venta, las de tribulación y aquellas otras que influyan en la 

comparabilidad de precios". Situaciones' como ésta, distinguen al lLC, pues en otras 

regiones donde las economías son más parecidas, no habría necesidad de hablar de 

mercados segmentados, donde uno es competencia y el otro monopolio. 

~~ KIlI~'lIlmll. PauL Econumía Inh:umciullal. EtI. Me Graw ¡-lill 
'r, lJ(lrnbu~ch. Rudil!cr. Macroeconomía. Me (ira\\, HUI.. 1994. 
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Dicho lo anterior, el TLCAN, con sus ventajas y sus carencias, luvo en el ámbito 

comercial, tres características que sobresalen. Una fue el compromiso un lanto implícito 

para una integración regional. El acuerdo no tuvo como intención principal el libre 

comercio, pues para 1990 los aranceles y las barreras no arancelarias ya eran bajt1s~. El 

1 LC fue prioritariamente un acuerdo para alcanzar niveles altos en la inversión. Al obtener 

mediante el tratado, acceso preferencial al mercado americano, México lograba una 

especie de ~certjficado de aprobación~ y con ello atraer volúmenes significativos de 

inversión extranjera, proveniente en gran medida de Japón y de la Unión Europea. 

Estados Unidos por su parte, tendría acceso a un mercado más amplio para exportar sus 

productos terminados ( en México!) y mejorar así su posición en la economía 

internacional. Por estas razones, es que el tratado regulaba en forma extensa lo relativo a 

la inversión: competencia, telecomunicaciones, servicios financieros, contratos públicos 

etc. El comercio, en estricto sentido, fue solo una parte menor del tratado, implicitamente, 

el TLC tenia un propósito más profunda que al que su propio nombre aludra. La segunda 

característica, es que el TLC fue un acuerdo intergubemamental59
, carecla como la Unión 

Europea, de una estructura de verdadera autoridad supranacional. Este acuerdo 

intergubernamental, no delegaba funciones ni siquiera para la resolución de disputas (en 

un órgano permanente internacional que como se dijo México proponía). El resultado fue 

un tratado incompleto y hasta contradictorio, pues por un lado se lograba una integración 

económica profunda, pero una integración política y jurídica superficial. Por último, el 

tratado a pesar de ser esencialmente comercial, implicaba una convergencia de intereses 

de Estado, de política a futuro, "la integración requiere una clara y reconocida 

~~ Gaceta Económica delITAi\1. Suplemento de l\llítica Monetaria. Otoño 1993. 
'" Kuplall. Marcos. Temkllci:ls Actu:llcs del Derecho. Compilación. Derecho de la Integración 
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convergencia de intereses políticos para los estados participantes. Esto no quiere decir 

que los intereses políticos sean idénticos, simplemente que son compatibles."60 

Es innegable que el tratado adolece de un contenido social derivado de las implicaciones 

comerciales. Tal es el caso del fenómeno migratorio, que dentro del tratado es notable (y 

hasta misteriosa) su ausencia. Salvo algunas disposiciones estrechamente redactados 

sobre Uentrada temporal de personas de negocios", el tratado no hizo referencia al flujo de 

mano de obra en gran escala. El comité encargado de la negociación encontrÓ que no 

había fundamento razonable para un compromiso en esta materia.51 En pocas palabras, 

que no exisUa relación entre el fenómeno migratorio y el libre comercio. Pero esta 

separación era solo aparente, pues la experiencia europea demostraba que la libre 

inversión de capital extranjero debla hacerse acompañar del libre flujo de trabajadores 

como el otro gran componente de la producción. Asl, capital y trabajo completarían el 

acuerdo, donde el mercado laboral -al igual que el de capital- se sujetaría a las mismas 

reglas del libre comercio y las fuerzas del mercado. La comisión negociadora decidió 

evitar el tema y dejarlo fuera de la agenda, pero esto no fue suficiente para que el 

problema desapareciera. 

Las disposiciones sobre entrada" temporal de personas de negocios" nada tenian que ver 

con el fenómeno migratorio. Como se demuestra a continuación: 

Los Estados parte se obligan a dar entrada temporal a cuatro categorías de personas de 

/JI Smilh. rclcr 11. Thc Polities uf Integrntiou: Guidclincss for Policy. Mi!lllli 199-'. 
/,1 Smirh. I'l'te" H. Tnlolls orlhe Eaglc. Cnp. 11. pp 279 
~: I,:;¡pitulo XVI TLC ¡\N 
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1) Visilantes de negocios, se entiende por éstas, personas que desempeñaran 

actividades de investigación, diseño, manufactura, producción, mercadotecnia, venta, 

distribución y prestación de servicios generales. 

2) Comerciantes e inversionistas: individuos que necesitan internarse para intercambiar 

bienes y servicios o para aquellos inversionistas que pretendan aplicar un capital 

importante en el Estado en el que desean ingresar. 

3) Transferencias de personal con habilidades especiales, se refiere a personas que 

serán empleadas por sus habilidades especiales o conocimientos técnicos que una 

compañía requiere. Estas personas son requeridos por una compañia extranjera para 

prestar un servicio. 

4) Profesionistas, limitado a 5,500 por año. Con una extensa y minuciosa regulación 

sobre el entendimiento de las profesiones, los individuos que quieran realizar prácticas 

profesionales en otro Estado deberán satisfacer los requisitos mínimos señalados en 

el tratado. México y Estados Unidos Macordaron" limitar la entrada temporal a 5,500 

profesionistas mexicanos anualmente, la cuota podrá ser aumentada por acuerdo 

muluo. Esta cuota se eliminará a los 10 años de haber enlrado el vigor el TLC. Por 

parte de Canadá no hubo restricción alguna. 

Para la regulación sobre la entrada .. temporal" de estas personas, se establecieron 

medidas de aplicación estricta como las siguientes: 

a) Verificar que se cumplan los requisitos sanitarios, de seguridad pública y 

nacional. 

b) Probar que se es nacional de alguno de los Estados parte, cumplir las medidas 

migratorias vigentes, acreditar que va a realizar alguna de las actividades de 

carácter internacional señaladas en el párrafo de arriba. 

SI 



e) Demostrar que su fuente de ingresos esta fuera del territorio al cual se interna 

temporalmente. El interesado debera cubrir el importe de los derechos que 

cause el tramite de la solicitud, el costo aproximado de los servicios que se le 

presten y el visado del pasaporte previo a su internación. 

d) Que discrecionalmente se puede negar la entrada a cualquier persona que 

pueda afectar la solución de controversias laborales. 

e) Se debe hacer un informe detallado a los demás Estados, por ejemplo, México 

a Estados Unidos, del número de personas internadas en calidad de personas 

de negocios y sus características personales (¿?) 

f) Hacer del conocimiento de los interesados en el extranjero, a mas tardar en un 

año, los requisitos para su internación temporal. 

La intención en estos preceptos fue no dejar duda de que se trataba precisamente de eso, 

de entrada temporal de personas de negocios. Los procedimientos para internarse en otro 

país bajo esta categoría no son sencillos, como se ha mostrado. De tal forma, que un 

individuo Que desee ingresar en Estados Unidos para realizar, por ejemplo, una 

investigación deberá: demostrar que es nacional de ese país, demostrar que su fuente de 

ingresos esta en México, pasar los exámenes sanitarios, de seguridad nacional, pagar la 

solicitud, el procedimiento, sacar la visa, informar y registrarse ante las unidades 

administrativas correspondientes Y observar todas las disposiciones vigentes en materia 

migratoria. El procedimiento pretende todo menos la libre circulación de personas. 

La redacción de los preceptos sobre entrada temporal de personas de negocios fue 

tomada integramente del proyecto presentado por Estados Unidos. Para 7 articulas 1 

anexo y 6 apéndices, la comisión utilizó 211 veces la palabra "temporal" para reiterar el 

carácter de estas disposiciones. La conclusión es clara: nada se dijo sobre migración, a 

pesar de que es la mayor fuente de conflicto entre Estados Unidos y México. 



Políticamente, Estados Unidos tuvo cuatro motivos principales para suscribir el TLC. El 

primero de ellos, fue la preservación de la paz social en la frontera sur. Con el tratado, se 

esperaba que la econamla mexicana creciera y aliviara un tanto las presiones sociales 

que afectaban a Estados Unidos con las oleadas migratorias. Segundo, la participación de 

las industrias americanas en sectores que habian estado vedados hasta el momento, 

como lo son la petroquimica y los contratos gubernamentales. Tercero, formar un bloque 

comercial que compitiera de manera efectiva contra la recién Unión Europea. Cuarto. 

reafirmar una buena relación diplomática entre las dos naciones.63 

México, por otro lado, buscó la preservación de la paz social, argumentando que los 

beneficios del tratado traerian la creación de 200 mil empleos por cada punto porcentual 

del crecimiento del PIB. ( calculando, un millón de empleos por año). Además, el TLC 

ofrecía la oportunidad para implementar cambios estructurales, de largo plazo en la 

economia mexicana. Cambios que no estuvieran sujetos a la voluntad sexenal, sino que 

formaran parte de un compromiso internacional, no fácilmente disoluble. Para el México 

de 1992, el TLC implicaba también una aprobación americana para el sistema pseudo 

democrático nacional. El TLC en ese sentido trajo también legitimación. 

México buscó con el TLC la preservación de la paz social, incorporar al pals al proyecto 

rtberal del mundo moderno. Es cierto, la negociación pudo darse en otros términos, pudo 

haberse al menos discutido sobre el fenómeno migratOrio. Pudieron haberse creado 

tribunales con jurisdicción permanente y obligatoria. Es cierto, el acuerdo pudo ser mejor. 

El beneficio de la firma del tratado es todavía un hecho discutible, pero poco se ha dicho 

sobre las alternativas. En mi opinión, el libre comercio y la integración de los mercados 
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requieren un examen profundo para determinar su conveniencia para los países en 

desarrollo. La suscripción del tratado fue una apuesta necesaria ante un riesgo fundado. 

Fue colgarse de un proyecto mundial fuerte para no quedar en el olvido. Sin rumbo. Ya 

decía López Portillo. ·seguramente que existen pOlilicas más justas. pero et mundo va en 

otra dirección, generalmente somos responsables del timón pero no de la tormenta." 

México firmó el Tratado de Libre Comercio el 17 de diciembre de 1992. Sólo años más 

tarde sabremos el verdadero peso histórico de esta deciSión. 

(',1 Knp111l1. Marcl)~. oh dI. 
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Capítulo 4.· Derecho Positivo en materia de comercio Internacional. 

l.· La regulacíón estatal del comercio internacional. 

El comercio exterior es una actividad fundamental para todo sistema económico. Desde la 

fundación de las antiguas culturas con tendencias universalislas como Mesopotamia. 

India, China y Persia hasta el siglo XX, el comercio ha sido indispensable para toda 

nación. En nuestros dlas, las operaciones comerciales representan cuantitativamente a la 

mayoría de los actos jurídicos. El acto de comercio, es ya un acto de empresa, realizado 

en masa, combinando científicamente los factores de la producción. Cada dia son menos 

representativas las organizaciones mercantiles que operan bajo estructuras empíricas, 

familiares o estrictamente locales. A partir de la década de los ochenta, el comercio 

exterior ha jugado un papel vertebral dentro de la economía de los paises. Se ha 

demostrado, que dadas las ventajas comparativas de los productores de bienes y 

servicios, el intercambio internacional es benéfico para todas las naciones, siempre que 

se encuentre regulado jurídicamente bajo bases de equidad y justicia. Durante el periOdO 

presidencial de Carlos Salinas de Gortari, la actividad comercial creció en cantidades 

inusitadas, y México debió insertarse en un modelo mundial de globalización e integración 

económica. La interrogante sobre el beneficio real de haber ingresado a ese proyecto 

global son cuestiones pendientes Que la historia a mas largo plazo contestará El hecho 

es que México, al igual que la mayoría de las naciones subdesarrolladas intensificaron su 

actividad de comercio exterior sobre la idea fundada que el intercambio de bienes y 

servicios con las menores restricciones aumentaría el ingreso nacional. Las politicas de 
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crecimiento económico son ahora prioritarias dentro de cualquier esquema de gobierno, y 

por lu menos en México, el crecimiento sostenido es utilizado como bandera de bienestar 

social. 

Juridicélmente, el auge del comercio internacional ha provocado cambios sustanciales en 

la legislación interna. Se ha creado recientemente diversos ordenamientos que pretenden 

regular la actividad comercial con el extranjero. Ejemplos de ello son la Ley de Inversión 

Extranjera (27 de diciembre de 1993), Ley de Comercio Exterior (27 de julio de 1993), 

Reglamento a la Ley de Comercio Exterior (30 de diciembre de 1993), Ley Federal de 

Competencia Económica (24 de diciembre de 1992), Reglamento a la Ley Federal de 

Compelencia Económica (12 de octubre de 1993), etc. Todos estos ordenamientos tienen 

una función particular, pero en lo general son normas que instrumentan una norma 

jurídica primaria: la defensa de los inlereses nacionales en el comercio exterior. 

Constitucionalmente, se ha reservado para la Federación todo lo relativo al comercio 

exterior. Expresamente los articulas 73 fracción XXIX-A número 1, el 117, 118 Y 131 

otorgan a la Federación la facultad de realizar la regulación sobre el intercambio comercial 

internacional: 

"Articulo 73.- El Congreso tiene facultad: 

fracción XXIX-A Para establecer contribuciones: 

10 • Sobre el comercio exterior." 

"Articulo 117.- Los Estados no pueden, en ningún caso: 

fracción 1. Celebrar alianza, tratado o coalición con otro Estado ni con las 

potencias extranjeras; 

fracción V. Prohibir ni gravar, directa o indirectamente, la entrada a su 

territorio, ni la salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera: 



fracción VI. Gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales u 

extranjeros, con impuestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas locales, 

requiera inspección o registro de bultos, o exija documentación que acompañe la 

Inercancía; 

fracción VII. Expedir, ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales 

que importen diferencias de impuesto o requisitos por razón de la procedencia do 

mercancías nacionales o extranjeras, ya sea que estas diferencias se establezcan 

respecto de la producción similar de la localidad. o ya entre producciones semejantes de 

distinta procedencia: 

fracción VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o empréstitos 

con gobiernos de otras naciones, con sociedades o particulares extranjeros, o cuando 

deban pagarse en moneda extranjera o fuera del territorio nacional." 

"Artículo 118.- Tampoco pueden, sin el consentimiento del Congreso de la Unión: 

fracción 1. Establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puerto, ni 

imponer contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones." 

"Artículo 131.- Es facultad privativa de la Federación gravar las mercancías que se 

importen o exporten, o que pasen de tránsito por el territorio nacional, así como 

reglamentar en todo tiempo y aún prohibir, por motivos de seguridad o de policía la 

circulación en el interior de la República de toda clase de efectos, cualquiera que sea su 

procedencia; pero sin que la misma Federación pueda establecer. ni dictar, en el Distrito 

Federal, los impuestos y leyes que expresan las fracciones VI,VII del articulo 117. 

El Ejecutivo podrá ser facullado por el Congreso de la Unión para 

aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de importación y exportación 

expedidas por el propio Congreso y para crear otras: así como para restringir y prohibir las 

importaciones, las exportaciones y el tránsito de productos, artlculos y efectos, cuando lo 

estime urgente a fin de regular el comercio exterior, la economía del país, ta estabilidad de 
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la producción nacional o de realizar cualquiera otro propósito en beneficio del pars. El 

propio Ejecutivo al enviar al Congreso el presupuesto fiscal de cada año, sometera a su 

aprobación el uso que hubiese hecho de la facultad concedida: 

Todo esto apunta hacia la conclusión anterior, el comercio exterior es regulado por la 

Federación y sus leyes corresponden al Congreso General por dos razones: la primera 

eS que por ser comercio entre naciones es lógico que se le atribuya a un órgano federal, 

pues cada enlidad debe sujelarse al Pacto Federal y actuar con unidad hacia el eXlerior, 

con el fin de armonizar pollticas, no nada más en los aspectos comerciales sino en todos 

los demás. De ahí la prohibición para que incluso entablen negociaciones en demás 

aspectos. Además, corresponde a la Federación y al Congreso General porque el 

comercio, doméstico también es competencia de la Federación. 

En el Tratado de Libre Comercio se hacen referencia en la mayorfa de sus disposiciones 

a aspectos reguladOS por leyes federales, con excepción a las llamadas cláusulas 

federales que no son aplicables en nuestro país. Así, el Estado mexicano, se rige en 

materia de comercio por ordenamientos federales como los mencionados en párrafos 

más arriba y por los tratados que en materia de libre comercio suscriba con las naciones. 

Estas son las principales formas de instrumentar la protección estatal a una norma jurídica 

primaria llamada "protección de los intereses nacionales .. qn el comercio exterior." 

El acuerdo por el cual México, Estados Unidos y Canadá decidieron crear una zona de 

libre comercio es un tratado internacional en toda su extensión. pues se sujeta a la 

definición de los tratados que da la propia convención de Viena sobre el Derecho de los 
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Tratados.G4 Ya se ha dicho que en el caso de México, los tratados internacionales son Ley 

Suprema y deben estar de acuerdo can la Constitución. Desde el punto de vista interno. el 

Presidente queda facultado para celebrar tratados en virtud de la fracción X del articulo 

89, Y estos acuerdos internacionales deben contar con la aprobación del Senado para 

poder entrar en vigor. Ahora como se dijo. las materias a las que se refiere el tratado caen 

en la esfera competencial del Congreso de la Unión y aquf pueden suceder tres cosas: 

primero, que las disposiciones del tratados sean compatibles con tales leyes; segundo, 

que sean incompatibles para lo cual debe adoptarse un criterio de solución y tercero, que 

establezcan excepciones a esas leyes federales. Es el interés de esta tesis el hablar de la 

tercera posibilidad, es decir, aquellos casos en donde los tratados internacionales y en 

específico, los de libre comercio, son normas de excepción a leyes generales expedidas 

por el Congreso en virtud de su facultad consagrada en el articulo 73 fracción XXIX-A 

inciso 1. La diferencia entre la segunda situación y la tercera se explica porque no es lo 

mismo que una materia sea regulada por dos ordenamientos y que ambos de igual 

jerarquía, enuncien normas contradictorias, que hablar de dos leyes que regulen la misma 

materia pero una de ellas establezca casos para los cuales no será aplicable la otra. Un 

ejemplo nos ayuda a entender la situación: en el caso de contradicción de normas 

consagradas por leyes federales y tratados internacionales, supongamos lo siguiente, que 

México al ingresar a la Organización Mundial del Comercio o GA TI 1994, se compromete 

a no fijar en su legislación aranceles mayores al 35 por ciento. Pero, que la Ley de 

Ingresos -expedida por el Congreso General, decidiera imponer un arancel mayor al 35% 

en algún producto. En el caso de normas de excepción, un caso claro es el que se 

examinará en líneas más debajo de este capitulo, a saber, la Ley General de Instituciones 

de Seguros y Sociedades Mutualistas, en su articulo 7 ¿? Fracción 111 establece que en 

f'" A¡1iclllo 2. 11\1,:lso 1 slIbinc1!óQ a). Con"cnción !;obrc el lJert'Cho dc los Tmtados. Vicna. DOF 14 de febrcro 
1975. 
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México no se podrán contratar seguros con empresas extranjeras. Sin embargo, el 

Tratado de Libre Comercio establece claramente que a partir del año 2000, los mexicanos 

que deseen contratar con aseguradoras americanas o canadienses podrán hacerlo 

válidamente y ya no requerirán el permiso de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Como se podrá ver, dos normas de igual jerarquía, ambas de acuerdo a la Constitución y 

regulando la misma materia establecen hipótesis diferentes, pues una es la regla general 

para todos los paises y la otra, opera como norma de excepción para Estados Unidos y 

Canadá. Esto mismo es tratado por Loreta Qrtiz quien propone esta solución: 

"consideramos que el problema anterior tiene solución sin necesidad de acudir a criterios 

de jerarquización, sino de relación entre una norma general -ley federal· y una especial -

el tratado· que, por lo mismo, debe resolverse aplicando la norma especial a los casos a 

que ésta se refiere y la 'norma general -o sea la ley federal- en todos los supuestos no 

comprendidos por la norma especial -o sea el tratado . ..G5 Así, el tratado sería aplicable 

para una situación creada en alguno de los tres países firmantes del TLCAN pero no para 

terceros Estados. Esto no le hace perder el carácter de Ley al tratado, pues sigue rigiendo 

con carácter general, obligatorio, impersonal y objetivo para todos los casos particulares 

que se encuadren bajo sus supuestos. Por lo tanto, no suscribo la opinión de Vazquez 

Pando y Ortiz Ahlf al decir que "los tratados internacionales no son leyes en sentido 

estricto. Cuando la Constitución los califica como integrantes de la ley suprema no da al 

término ley la connotación técnica especifica derivado del proceso legislativo, pues 

evidentemente la Constitución misma no es una ley en ese sentido, sino que tan solo 

pretende estabtecer un principio jerárquico conforme al cual los tratados y las leyes 

federales que están de acuerdo con la Constitución, son la normatividad jerarquicamente 

M Oni7. Ahll: Lorcta. Vazqucz Pundo, Fernando, Aspel.:los Juridieos del Tmlado de Libre Comercio de 
AI11érk;, del Nl',1('. Ell. Themis, Primera edición. México 191J4. pp 25. 



superior, derivando tal superioridad de la congruencia con la COllstilución.,"ú6 

Precisamente. se sostiene en esta tesis que los tratados internacionaies y en específico 

los que versan sobre cuestiones comerciales. son leyes en toda la extensión de la palabra 

ya que consagran derechos y obligaciones, son generales, impersonales. obligatorias, 

objetivas y que el que deriven de un acuerdo entre naciones es solo su fuente de origel1, 

tal como no podríamos decir que el carácter de ley depende de quien presente la 

iniciativa. Con el criterio del autor citado parece que la distinción estriba en quien redacta 

la ley materialmente, y en realidad no hay diferencia esencial entre que el Presidente 

redacte una ley y la envíe al Congreso para su aprobación y que dos o tres jefes de 

Estadó redacten una ley (acuerdo internacional) y posteriormente se envle al Poder 

Legislativo para su aprobación. Incluso el artículo 71 de la Constitución expresamente 

señala que "El derecho de iniciar leyes o decretos compete: fracción 1.- Al Presidente de 

la República." Si el Presidente en uso de esta facultado negocia, redacta y firma un 

tratado trilateral y posteriormente lo presenta en el Congreso como iniciativa de ley. para 

su aprobación, ¿sería diferente si lo redactara él solo? El problema nuevamente. es que 

los tratados se envían a fa Cámara de Senadores y no al Congreso General, yeso 

confunde a cerca de su carácter de ley, formal y materialmente hablando, debiendo ser, 

como se explica en esta tesis que fueran remitidos al Congreso para su aprobación como 

cualquier otra ley. 

Ño hkm supra. 



11.- Tratado de Libre Comercio para América del Norte y las Excepciones sohre: 

A.- Código Fiscal de la Federación. 

El Tratado de Libre Comercio es una excepción a diversas disposiciones fiscales. Cabe 

recordar que esto no ocurre por coincidencia pues las materias objeto del tratado son las 

reguladas ya de alguna forma por leyes federales. Sin embargo, como se ha repetido a lo 

largo de la tesis, hubiera sido congruente con' el principio de autoridad formal de la ley 

que el tratado se aprobara por ambas cámaras del Congreso. En este apartado se tratará 

de moslrar cómo el TLCAN es una excepción al Código Fiscal de la Federación. El 

camino para ello es el siguiente: la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial puede 

imponer las llamadas cuotas compensatorias cuando se haya demostrado que existe una 

práctica desleal de comercio exterior. Al verificarse este supuesto. la empresa (o industria) 

afectada por la resolución administrativa puede interponer el recurso administrativo de 

revocación en la fonma y lénminos que señala el Código Fiscal de la Federación y si lal 

reCurso no le favorece, puede intentar el ejercicio de la acción de nulidad ante el Tribunal 

Fiscal Federal. Esta es la regla general, cualquier empresa nacional o extranjera que se 

vea afectada por una resolución por la que SECOFI le imponga una cuota compensatoria 

podrá reclamar su derecho en recurso de revocación y posteriormente juicio de nulidad. 

Sin embargo, las empresas americanas o canadienses tienen una alternativa. acoger el 

procedimiento de solución de controversias en materia de cuotas compensatorias que 

prevé el TLCAN. Por 10 tanto, el tratado establece un caso de excepción at Código Fiscal 

que regula el recurso de revocación y el juicio de nulidad, pues este es el procedimiento 

Que deben seguir forzosamente todas las empresas, salvo tas americanas y las 



canadienses. Una vez más, el problema no se presenta con los beneficios Que el tratado 

otorga las empresas de estos paises ~ ello es consecuencia lógica de la suscripción de un 

at:uerdo inlernacional~ sino que esta excepción no proviene del Código Fiscal sino de un 

tralado que por ser tal, solo es aprobado por el Senado. Recapitulando, existe un 

cont:epto que se desprende de la ley y que a grosso modo enuncia, ulas empresas que se 

vean afectadas por una cuota compensatoria de SECOFI deben de impugnar con el 

recurso de revocación y el posterior juicio de nulidad, salvo las americanas y las 

canadienses quienes podrán alternativamente reclamar a través del mecanismo previsto 

por el TLCAN capitulo XIX: La salvedad para las empresas de los paises pertenecientes 

a la zona de libre comercio está establecida en el tratado -aprobado por la Cámara de 

Senadores~ y es una excepción al Código Fiscal, que se aprobó por ambas cámaras del 

Congreso. Con esto. se viola el principio de auloridad formal de la ley. que establece que 

para la modificación de alguna norma debe seguirse el mismo procedimiento que el 

idónl?o para su creación. 

Para entender completamente la diversidad en los procedimientos y poder hablar 

entonces de una norma general y otra de excepción, es necesario describir brevemente lo 

que ocurriría para empresas parte del tratado y para las demás, en caso de querer 

impugnar una cuota compensatoria. 

La legislación mexicana tiene contemplada mecanismos de protección contra aquellas 

prácticas comerciales que pUdieran dañar la economía nacional. Uno de esos casos, y 

quizás el más frecuente, es el de imponer una cuota compensatoria derivada de prácticas 

desleales, sea por discriminación de precios o por subsidios. La ley aplicable en este caso 

es, en orden jerárquico, la Constitución Mexicana en su artículo 131 párrafo segundo, Ley 
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de Comercio Exterior67 y su Reglamento. Además, México es parte del Acuerdo Relativo a 

la Aplicación del artículo IV del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio 

(Código Anti-dumping) por adhesión del 7 de julio de 1987, mismo que fue aprobado por 

la Cámara de Senadores en diciembre de ese año y que entró en vigor a partir del 10 de 

marzo de 1988. 

El procedimiento ordinario que es el que interesa para esta sección comienza con una 

solicitud que debe realizar la parte interesada expresando el deseo de que se inicie una 

investigación administrativa en materia de prácticas desleales. Entre otras cosas, debe 

presentarse por escrito y llenando el fonmulario que expide la SECOFI para tal efecto. La 

parte interesada debe representar cuando menos el 25% de la producción nacional de 

mercancías idénticas o similares a aquellas que se estén importando o que pretendan 

ingresar al país en condiciones desleales de comercio, cuando amenacen dañar 

seriamente la producción nacional.68 Además, la solicitud debe reunir ciertos requisitos de 

fondo señalados por el articulo 75 de la propia Ley en sus 16 fracciones. Ejemplo de ellos 

son: dirigirla a la autoridad competente (SECOFI), especificar los datos generales del 

promovente, acompañar los documentos que acrediten su personalidad, mencionar la 

actividad a la que se dedica, hacer una breve descripción de la mercancfa de que se trate, 

nombre o razón social etc. 

Cuando la solicilud se ha presentado ya en SECOFI, ésta tendrá 30 dias hábiles contados 

a partir de que se recibió la solicitud para resolver en alguno de los siguientes sentidos: 

aceptar la solicitud e declarar el inicio de la investigación69;requerir mayores elementos de 

r.; /'uhlic:Hla en el Diario Ofiei .. 1 de la Federación cl27 de julio de 1993. y que sustituye a In Ley Orgánica del 
articlllll 2H cOllstitucional en Materia dc Monopolios. 31 dc agosto dc 1934. 
M l\lticullJS 50 y 4U de la Ley dc Comercio E.'ltcrior. 
1>" Tal restllucióu debe publicarse en el Diario Oficial dc la Fedcrncióll. 



prueba los cuales debe aportarse dentro de los 20 días hábiles siguientes bajo pena de 

desechar la solicitud; o bien, rechazar la solicitud por considerar que no reúne los 

requisitos legales. 

Si la solicitud fue aceptada, comienza la fase probatoria. la autoridad debe notificar a las 

partes interesadas, (que según la propia ley pueden ser importadores, exportadores, 

representantes de gobiernos extranjeros, sectores industriales etc.). los notificados 

deberán comparecer dentro de los 30 días hábiles siguientes para defender sus intereses. 

Después de oir los alegatos de las partes, SECOFI determina una resolución preliminar 

que debe dictar después de los 45 dlas siguientes a la publicación del acuerdo de 

solicitud pero antes de 130 días hábiles. Esta resolución, como su nombre lo indica es 

preliminar, SECOFI en cualquier sentido que la haya dictado debe continuar con la 

investigación. En general la resolución puede ser en dos sentidos: determinar una cuota 

compensatoria provisional o declarar provisionalmente la improcedencia de la misma. 

Concluida la investigación hecha por SECOFI, se somete a la Comisión de Comercio 

Exterior el proyecto de resolución final, el cual debe dictarse dentro de los siguientes 260 

dias posteriores a la resolución inicial. Al igual que la resolución provisional, la resolución 

definitiva podrá ser en los sentidos de confirmar o modificar la cuota compensatoria o 

bien, revocarla. La resolución final debe publicarse en el Diario Oficial de la Federación y 

notificarse a las partes interesadas. 

Una vez que la cuota compensatoria se ha impuesto por SECOFI, la empresa tendrá las 

siguiente opciones para impugnar lal resolución: interponer el recurso de revocación y 

posteriormente el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal o, interponer amparo indirecto 



por tratarse de un acto administrativo.70 Es en este momento cuando la diferencia de ser 

una empresa de cualquier nacionalidad y serlo de Estados Unidos o Canadá es relevante. 

Primero se tratará el procedimiento relativo a empresa que no son arnericanas o 

canadienses. 

Contra la cuota compensatoria procede el recurso administrativo de revocación. pues así 

lo señala el artículo 116 "contra los actos administrativos dictados en materia fiscal 

federal, se podrá interponer el recurso de revocación." 71 No cabe duda que el acto por el 

cual la autoridad determina imponer una cuota compensatoria es un acto administrativo, 

pues emana de una entidad de la administración pública, facultada por la ley para resolver 

con carácter de autoridad sobre la materia de cuotas compensatorias en comercio 

internacional. Además se apega completamente a la definición de acto administrativo: "el 

acto administrativo es una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa 

una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad 

pública. Esta decisión crea. reconoce, modifica. transmite, declara, o extingue derechos u 

obligaciones, es generalmente ejecutivo y se propone satisfacer el interés general."12 

Como se trata de un acto administrativo se recurre vía recurso de revocación, lo que 

tendrá que hacer entonces la empresa afectada es presentar su escrito ante la autoridad 

competente, siendo autoridad competente la autoridad administrativa "competente en 

razón del domicilio del contribuyente O ante la que se emitió el acto impugnado,,73. El plazo 

para impugnar será el de 45 dias siguienles a aquél en que haya surtido efectos su 

notificación, El escrito de impugnación deberá contener todo lo que señala el articulo 122 

del propio Código: resolución que se impugna, agravios que le cause, pruebas y hechos 

,(1 A11iculo 114 rmeción 11 de la Ley de Amparo. 
71 Código Fiscal de la Fcderución. Articulo 116. 
~! Awsla I{omem. Miguel. Teorifl Generol dd Oel"cclm Adminislrnti\"tl. Lioi"(l Tercero. t"npilUltl 111. 
Ed.P<'lTlIa. 12a cdicUlII. México 1995. 



controvertidos etc. El prornovente deberá acompañar al escrito en el que se interponga el 

recurso los documentos que acrediten su personalidad; el documento en el que consta el 

acto impugnado; constancia de la nolificación del acto y pruebas documentales que 

ofrezca. 'o1 Si el recurso es declarado procedente se pasa entonces a la fase probatoria. En 

ella se aceptarán toda clase de pruebas, excepto la testimonial y la de confesión de 

autoridades mediante absolución de posicienes. Cabe recordar que la autoridad ne está 

obligada a confesar sus hechos, pero sf a brindar informes que justifiquen su resolución. 

75 La autoridad que conozca del recurso deberá dictar su resolución y notificarla al 

particular en un término no mayor a 3 meses contados a partir de la fecha en que se haya 

interpuesto el recurso. El silencio de la autoridad significa en este caso que se confirma el 

acto impugnado. La resolución que recae al recurso intentado puede ser en los siguientes 

senlidos, según el articulo 133 del Código Fiscal de la Federación: 

1) Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o sobreseerlo en su caso. 

2) COllllrmar el acto impugnado. 

3) Mandar reponer el procedimiento administrativo. 

4) Dejar sin efeclos el acto impugnado. 

5) Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo sustituya, cuando el recurso 

interpuesto sea tolal o parcialmente favorable al recurrente. 

Si la empresa afectada por una cuota compensatoria, después de recibir una resolución 

por parte de la autoridad competente, considera que se le han violado sus derechos, 

puede acudir al Tribunal Fiscal de la Federación a recurrir la resolución administraliva que 

le impone una cuota compensatoria y/o la resolución de la autoridad que le ha confirmado 

la cuota a resolver el recurso de revocación. 

',1 Al1iculo 121 Códilw Fiscal de la Federación (CFF) 
~~ Articulo 122 CFF.~ 
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Ante el Tribunal Fiscal se acude en ejercicio de la acción de nulidad. Claramente el 

artículo 197 del propio Código señala: "Los juicios que se promuevan ante el Tribunal 

Fiscal de la Federación, se regirán por las disposiciones de este titulo, sin perjuiciO de lo 

dispuesto por fas tralados inlernacionales en que México sea parle." Merece este último 

enunciado ser analizado con cuidado. Aunque pareciera con esta frase que el Congreso 

está habilitando el que las excepciones puedan establecerse en los tratados 

internacionales, no lo es así por tres razones: 

Primero, la regulación que hace el TLCAN con respecto a los procedimientos para la 

solución de controversias por cuotas compensatorias es materialmente y cuasi 

formalmente una ley, no un reglamento. No podría decirse por ejemplo. que en virtud de 

un reglamento, el Estado se podrla comprometer a que órganos supranacionales 

decidieran sobre la validez de una de sus decisiones. Pues la naturaleza misma del 

reglamento es, como dice Gabino Fraga, el poner los medios adecuados para que se 

observen las leyes expedidas por el Cóngreso.76 El decir que el tratado reglamenta el 

Código Fiscal es tanto como decir que el tratado es un reglamento o que a través de 

tratados se puede regtamentar leyes federales. El tratado por lo tanto, no puede ser 

reglamentario de una ley federal, porque los tratados internacionales son, segun la 

Constitución de (por lo menos) igual jerarqufa que las leyes federales. Una contradicción 

entre una ley federal y su reglamento se corrige fácilmente. pues al ser la ley federal de 

mayor jerarquía ésta subsiste y el reglamento se vuelve inaplicable. Asl lo dice también 

Ortiz Ahlf. "Evidentemente los reglamentos se encuentran subordinados al ordenamiento 

que reglamentan ... ,,77 Sin embargo, si el tratado fuera reglamentario, en caso de 

contradicción. el criterio para saber cual prevalece en aplicación sería el de espeCialidad, 

no el de jerarquía y por tanto, el tratado se aplicaría para los casos especiates y la ley 

75 ArtíClllll I)OC¡:F. 
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federal a los casos generales: "Dado que los tratados internacionales pueden referirse a 

materias que, desde el punto de vista de distribución interna de competencias legislativas •. 

caen en la esfera competencial del Congreso de la Unión, puede darse el supuesto de 

que las disposiciones del tratado no sean compatibles con las de alguna ley federal. 

Problema ante el cual se debe adoptar algún criterio de solución. Consideramos que el 

problema anterior tiene solución sin necesidad de acudir a criterios de jerarquización, sino 

de relación entre una norma general -ley federal· y una especial -el tralado- que. por lo 

mismo, debe resolverse aplicando la norma especial a los casos a que ésta se refiere y la 

norma general - o sea la ley federal- en todos los supuestos no comprendidos por la 

norma especial -el tratado ... 78 Para efectos prácticos es interesante analizar la siguiente 

situación: el Código Fiscal advierte "sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados 

internacionales en los que México sea parte". El Ejecutivo y los jefes de Estado acuerdan 

cambiar las reglas para la solución de controversias del tratado internacional provocando 

una situación sumamente desfavorable para los mexicanos. la Cámara de Diputados 

decide entonces suprimir la frase antes mencionada del Código Fiscal y que esa reforma 

fuera aprobada también por la Cámara de Revisión, ¿esta supresión afectaría de modo 

alguno la aplicabilidad del tratado? ¿Cómo podría el Congreso evitar la aplicación de un 

tratado que considere riesgoso? Analizando la situación ley federal contra reglamento, si 

el Congreso decide que la reglamentación que hizo el Ejecutivo es inadecuada podría 

simplemente cambiar los términos de la ley federal y provocar la contradicción con el 

reglamento, como es de mayor jerarquía la ley, subsistiría ésta y no aquél. En suma, los 

tratados no pueden ser reglamentarios de .leyes federales. 

Segundo, la declaracíón del Código Físcal "sin perjuicio de lo díspuesto en los 

tratados en que México sea parte", es un enunciado que no es relevante para la 

77 Orti7.. Ahlf. Lorcta: Vazquez Panda, Fernando. Ob dI. pp 24. 
7~ Idcl1l pp25 
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aplicación del tratado. Es decir, aun cuando el código no dijera que ese capítulo se 

aplicara sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales en los Que México 

sea parte, tanto las disposiciones del titulo como el procedimiento contemplado en el 

capitulo XIX del TLCAN serian validas y aplicables. 

Tercero, la salvedad que hace el Código Fiscal no es suficiente, pues deja a otro 

ordenamiento la completa regulación del mecanismo de solución de controversias. Aun 

cuando advierte la excepción, ésta no pasa materialmente por el Congreso, es decir, la 

sustancia de la norma no esta siendo aprobada por el Congreso, sino solo por la Cámara 

de Senadores. Es un problema de órganos legislativos, Quienes expiden las reglas 

generales no están expidiendo las excepciones. La advertencia de "salvo lo dispuesto en 

tratados internacionales en los que México sea parte" no es suficiente pues la regulación 

material completa se esta dejando en otro ordenamiento que no siguió para su entrada en 

vigor el mismo procedimiento que el Código Fiscal. Dicho en renglones arriba, ese 

enunciado podría desaparecer y el tratado seguiría siendo aplicable, es más, podría 

incluso prohibir la aplicación del tratado y el TLCAN seguiría siendo aplicable, pues la 

contradicción de normas se resolvería por el citado criterio de especialidad. Así lo han 

respaldada tesis de la Suprema Corte, "el pronunciamiento de la Suprema Corte de marzo 

de 1994 fortaleció la evolución jurisprudencial registrada hasta esa fecha, disipandO 

cualquier duda sobre la aplicación directa de los tratados internacionales en México. 

Dentro de su ámbito de aplicación, las reglas internacionales se aplican aun sobre las del 

derecho intemo.'.¡g Ese enunciado parece más una aprobación "a priori" de los tratados 

Que eventualmente pueda celebrar el Ejecutivo. pero en ningún caso es la aprobación 

implícita de un texto positivo. 

'1'1 Aguilar Alvnrc7.. Guillermo. Marcu Jurídicu del Tralado de Libn: Comercio de Allléritu del Norte. La 
Modcmi7.aóón del Derecho Mexicanu. Ed. rlllTúa. Méxicu 1995. pp 601- 631. 
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En resumen, la frase del artículo 197 del Código Fiscal como la de otras leyes federales 

que lo enuncian, no es suficiente. no es relevante y ademas, no puede decirse que el 

tratado es reglamentario del Código Fiscal. Es importante señalar. sin embargo, que si ha 

habido por parte del Congreso una adecuación de las normas locales al TLCAN, pues con 

el decreto del tratado de libre comercio se modificaron la Ley Aduanera, el mencionado 

Código Fiscal de la Federación, la Ley de Expropiación e incluso la Ley Reglamentaria 

del articulo 5° Constitucional relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal. 

En su dictamen aprobatorio, el congreso reconoció que el Decreto: 

" (asegura) la congruencia entre la legislación nacional y el TLCAN y (facilita) la 

aplicación de este tratado por las autoridades competentes de nuestro pals. Aun más 

importante, (el Decreto permitirá) asegurar la congruencia y facilitar la aplicación de los 

compromisos comerciales internacionales adquiridos por México en el curso de otras 

negociaciones comerciales internacionales que se desarrollan actualmente, en particular 

aquellas derivadas de la posible conclusión de la Ronda de Uruguay del GAn, así como 

de las negociaciones con diversos países de América Latina."13O 

La adecuación de normas tiene el propósito de facilitar la aplicación de las normas 

derivadas de compromisos internacionales, ello no afecta la tesis planteada en este 

trabajo, pues aun cuando no se llevara a cabo la adecuación normativa, el tratado 

seguiría siendo aplicable como excepción a leyes federales ("den/ro de su ámbito de 

aplicación, (as reglas illternacionales se aplican aUIl sobre las del derecho interno. j, sin 

que para esas excepciones se hayan seguido el mismo procedimiento que el idóneo para 

la creación de la regla general. Así, la validez y la eficacia del tratado no dependen de la 

adecuación normativa que el Congreso eventualmente hiciera. 
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Una vez discutido este asunto, toca continuar con la descripción del juicio de nulidad ante 

el Tribunal Fiscal de la Federación. La demanda se presenta por escrito directamente ante 

la Sala Regional competente, dentro de los 45 días siguientes a aquél en que surta 

efectos la notificación de la resolución impugnada. Admitida la demanda se corre traslado 

a la contra parte y se le emplaza para que la conteste dentro de los 45 días siguientes a 

aquél en que surta efectos el emplazamiento. En el caso que nos ocupa en este párrafo. 

la empresa debe señalar las autoridades responsables, si no señala tales autoridades. el 

magistrado instructor le requerirá para que las señale dentro de los cinco días siguientes, 

apercibiéndolo que de no hacerlo desechará la demanda. Diez días después de que se 

haya contestado la demanda y ya se hayan desahogado las pruebas, practicado las 

diligencias que se hubieran ordenado y se hayan resuelto los inCidentes de previo y 

especial pronunciamiento se notifica a las partes para que en el plazo de cinco días 

presenten sus alegatos por escrito, una vez que se ha agotado el término para presentar 

alegatos. (se hayan o no presentado) se declara cerrada la instrucción. La sentencia se 

pronunciará dentro de los 45 dias siguientes donde los primeros 30 sirven para que el 

magistrado instructor presente su proyecto de resolución final. Los últimos 15 dias se 

tienen para que se dicte la sentencia definitiva.81 

A diferencia con el procedimiento arbitral que describiremos más adelante, el juicio de 

nulidad tiene formalidades especificas que las partes deben seguir, por ejemplo, la 

demanda debe contener ciertos datos obligatorios bajo pena de ser desechada o 

declarada como no interpuesta. En el mecanismo previsto en el capitulo XIX del TLCAN 

las partes pueden diseñar su propio procedimiento o hacer referencia a reglas 

institucionales, pueden ampliar los plazos, otorgar ciertos beneficios y en general hacer 

IllJ IdCln supra. 
~I Rodrigue? Lohato. Iluúl. Derecho Fiscal. Cap. 19 y 20. Ed. Ilnrla. 2~ edición. México 1995. 
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más flexible el procedimiento. Las empresas de otras partes del mundo que las referidas 

aquí, deben satisfacer todos los requisitos del procedimiento local, sin poder alterar ni en 

lo sustantivo ni en lo material los derechos de las partes. 

Aflora bien, si la empresa pertenece a la zona de libre comercio establecida en el tratado. 

podría alternativamente elegir, entre agotar los recursos locales ya descritos e integrar un 

panel binacional. El mecanismo del panel internacional está contemplado en el capitulo 

XIX del TLCAN y es un procedimiento para dirimir conflictos que puedan surgir entre las 

autoridades de los Estados Parte cuando alguno de ellos considera que es injusta la 

aplicación de una cuota compensatoria impuesta por otro país miembro del tratado. 

En este procedimiento no pueden intervenir los particulares de manera directa sino que 

serán representados por los gobiernos de su Estado. Además, es necesario que se trate 

de cuotas compensatorias impuestas a productos que tengan tratamiento privilegiado,82 y 

que no se interpongan recursos jurisdiccionales internos para revisar la controversia, ni 

siquiera para recurrir la propia decisión del panel. 

El mecanismo de revisión y solución de controversias inicia con una etapa de consultas 

especificas que se deberán llevar a cabo dentro de los siguientes 90 días a partir de que 

un Estado parte dictó la resolución definitiva que imponga la cuota, cuando se considere 

que tal acto de la autoridad administrativa es perjudicial a los intereses de los productores 

de la otra nación parte. Esta es una etapa previa de conciliación entre las partes para 

evitar el procedimiento contencioso. Si no hubo arreglo, dentro de los 9 meses siguientes, 

el Estado que represente a los productores dañados por la cuota podrá: llevar a cabo 

medidas equiparables, denunciar el tratado, o solicitar la integración de un panel 
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binacional. Interesa aquí hablar sobre la revisión de la cuota a través del mecanismo del 

panel binacional. Para la integración de es la mesa de discusión se requiere que las 

Paltes elijan a nombramiento cruzado dos arbitras panelislas, y entre ellos designaran al 

presidente del panel. Es posible la recusación de los panel islas. 

Por lo que se refiere al procedimiento este es flexible, se trata de un arbitraje en donde las 

partes diseñan su procedimiento o acuerdan las reglas institucionales bajo las cuales se 

podra resolver debiendo considerar los siguientes plazo: 

1) la duración del procedimiento no puede exceder de 315 días contados desde 

que se presentó la solicitud de integración. 

2) Se tienen 30 días para presentar la reclamación. 

3) los Estados deberan contar con al menos 60 días para presentar sus 

argumentos. 

4) Cada parte tiene 15 días para replicar cuestiones tratadas en los argumentos. 

5) El panel deberá sesíonar en 15 días y escuchar dentro de este período las 

exposiciones orales de las partes y, 

6) Se deberá resolver la controversia con un fallo final dictado por escrito dentro 

de los 90 dias siguientes. 

Al resolver, los panelistas deberán aplicar los criterios de revisión y principios generales 

del Derecho que hubieren empleado los órganos administrativos locales al imponer la 

cuota compensatoria. Los criterios del fallo deberán fundarse en el sentido de si la cuota 

compensatoria fue impuesta debidamente de acuerdo a la legislación local. 

En caso de existir parcialidad o violación de las reglas de conducta, incorrecta aplicación 

del procedimiento, exceso de facultades del panel o corrupción, se podrá interponer una 

~2 ¡\rt¡Cllltl~ 1 9U l. 11)03 Y Sl1ll1lCXO dcl TLC¡\N. 



imIJugllación extraordinaria que se resolverá por un Comité Especial y esta resolución es 

final y obligatoria. 

Este es en resumen, el camino que tendrá que seguir una empresa americana o 

canadiense si optara por el panel internacional en vez de los recursos locales. Como 

puede observarse, los procedimientos por los que se revisan las resoluciones de SECOFI 

son completamente diferentes: en caso de elegir la impugnación local se lleva un recurso 

de revocación y un juicio de nulidad, en donde órganos públicos del propio Estado 

resuelven sobre la legalidad de la cuota impuesta. En caso de estar en posibilidad del 

panel binacional, la resolución es revisada por una instancia "contencioso-administrativa 

supranacionar8J
, Lo importante para el tema tratado en este trabajo es que la posibilidad 

de elección del foro que tienen las empresas de Canadá o Estados Unidos es una 

excepción, pues las del resto del mundo no podrán ajustarse a las reglas del TLCAN sino 

solo a las del orden interno, excepción Que no está contenida en el Código Fiscal (ley 

federal) sino que proviene de una "ley especial" que fue aprobada solo por el Senado. 

¿Por qué si la regla general debe aprobarse por las dos cámaras del Congreso, la norma 

de excepción, solo por el Senado? 

En conclusión, si los tratados internacionales fueran aprobados por el Congreso, se 

cumpliría cabalmente con el principio de autoridad formal de la ley, consagrada en el 

artículo 72 letra H de la Constitución, pues para la modificación de una norma ( v. gr. 

establecerle excepciones) se seguiría el mismo procedimiento que el de su creación. La 

regla general y la de excepción seguirían el mismo camino para convertirse en derecho 

positivo. Ademas, se resuelve un problema práctico de coexistencia de leyes 

internacionales y locales, pues ambos ordenamientos, Código Fiscal de la Federación y 
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TLCAN, serían aprobados por el mismo órgano legislativo, el Congreso General. Esto 

reduciría la posibilidad de contradicción normativa. Finalmente, habría plena legitimidad 

en las obligaciones y las normas que deriven de tratados internacionales, pues los 

representantes del pueblo, los mismos que crearon la regla general, podrian participar en 

la discusión de las excepciones que deriven del tratado, incluso podrían evitar que se 

convirtiera en derecho positivo. Un último ejemplo para este caso ayuda a redondear la 

idea: supongamos que una legislatura en el Congreso decide expedir una norma 

prohibitiva y que años más tarde. el Ejecutivo decide que esa norma no debe aplicar para 

cierto pals. El propio Presidente firma un tratado internacional con esa nación y se le 

exceptúa de la prohibición establecida en la ley federal. Bajo el esquema actual, bastaria 

que el Senado aprobara el tratado para que se pudiera aplicar validamente la excepción 

(modificando una ley federal). Ello provocaria contradicción de normas entre ley federal y 

tratados internacionales; se aplicaría el tratado al caso especial y la ley federal a los casos 

generales; el Congreso y particulannente la Cámara de Diputados no tendrían posibilidad 

de evitar la aplicación del tratado; se violarla el principio de autoridad formal de la ley y 

además, habría graves faltas de legitimidad en el tratado: los intereses populares no 

estarían debidamente representados en la entrada en vigor de esta norma excepcional. 

En cambio, si el Congreso aprobara los tratados, desde el principio habría congruencia 

entre las normas pues quien expide la ley federal y quien autoriza la excepción contenida 

en el tratado es el mismo órgano. La Cámara de Diputados participaría directamente en la 

aprobación del tratado, pudiendO evitar la entrada en vigor de normas u obligaciones que 

considere inadecuadas. Se salvarla el principio constitucional del artículo 72 letra H, 

existiría mayor control sobre el Ejecutivo y se atenderla debidamente la legitimidad de las 

normas. Por ello, es necesario que la facultad consagrada en el articulo 76 fracción I 

primer párrafo segunda parte pase del Senado al Congreso General. El caso e.xplicado en 

Ml üllltreras VUl:a. José Francsico. Qb dI. 111)408 



este inciso es solo el primero de otros casos que se explicaran a continuación y es 

ademas otro de muchos otros que existen o que pueden llegar a existir. 

B.- Ley de Expropiación. 

Otro de los casos más relevantes es el relativo a las expropiaciones. Estos actos de 

Estado provocaron discusiones muy polémicas durante la negociación del tratado, de 

hecho, en diversos foros se han vertido opiniones en todos sentidos sobre las causas de 

expropiación y de los valores justos a pagar como indemnización. Se ha llegado a afirmar 

incluso, que las indemnizaciones hechas a valor comercial t18n llegado a constituir 

costumbre internacional. Este argumento, aunque discutible, sirve para mostrar la 

relevancia que ha tomado el tema. El caso que toca ahora describir, es como el tratado de 

libre comercio es una excepción a la Ley de Expropiación (1936 y reformada en 1993 ). 

Varios de los argumentos esbozados para el caso del Código Fiscal se repiten para éste. 

La Ley de Expropiación, expedida por el Congreso General, regula los procedimientos, 

derechos, obligaciones y motivos relevantes para una expropiación en general. El TLCAN, 

especialmente en su artículo 1110 regula las expropiaciones para los inversionistas de 

Estados Unidos y Canadá. El TLCAN opera como una excepción a la Ley de 

Expropiación porque establece otras reglas -no contempladas en el citado ordenamiento 

federal- para expropiaciones de México hacia Estados Unidos o Canadá. La pregunta 

central es la misma, ¿por qué si la regla general (Ley de Expropiación de 1936 reformada 

1993) tuvo que ser aprobada en ambas camaras del Congreso, la excepción solo por la 

de Senadores? Se buscará demostrar aquí que el TLCAN es una excepción a la Ley de 

Expropiación, que con ello se v¡ola el principio de autoridad formal de la ley y que se 
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incurre en falla <.le legitimación. Ademas, se analizara cual hubiera sido la situación si el 

TLCAN hubiera sido aprobado por el Congreso. 

Es necesario por lo tanlo. hablar de las diferencias ente el TLCAN y la Ley de 

Expropiación. El Tratado de libre Comercio establece en su articulo 1110 : " Ninguna de 

las Partes podrá nacionalizar ni expropiar, directa o indirectamente, una inversión de un 

inversionista de otra Parte en su territorio, ni adoptar ninguna medida equivalente a la 

expropiación o nacionalización de esa inversión (expropiación), salvo que sea: 

a) por causa de utilidad pública; 

b) sobre bases no discriminatorias; 

e) con apego al principio de legalidad y al Artículo 1105 (1); y, 

d) mediante indemnización conforme a los párrafos 2 a 6." 

De esta primera afirmación se puede ver que lo que se regula son las expropiaciones que 

eventualmente pudiera hacer el Estado mexicano (en nuestro caso) contra empresas o 

inversionistas americanos o canadienses. Es decir, solo americanos y canadienses 

pueden acogerse a las disposiciones de este artículo. pues los mexicanos que se vean 

expropiados por el propio gobierno de México no podrán invocar en su favor las reglas del 

TLCAN. Esto se desprende claramente de la frase: • ninguna de las Partes podrá 

expropiar una inversión de un inversionista de otra Parte en su territorio ... ". Los 

inversionistas mexicanos que sufran una expropiación deberán defenderse conforme a la 

Ley de Expropiación. 

El segundo párrafO habla sobre la indemnización: -La indemnización será equivalente al 

valor justo de mercado que tenga la inversión expropiada inmediatamente antes de que la 

medida expropiatoria se haya llevado a cabo (fecha de expropiación, y no reflejará ningún 

cambio en el valor debido a que la intención de expropiar se conoció con antelación a la 
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fecha de expropiación. los criterios de valuación incluirán el valor corriente, el valor del 

activo (incluyendo el valor fiscal declarado bienes tangibles), asf como otros criterios que 

resulten apropiados para determinar el valor justo de mercado." la Ley de Expropiación, 

en cambio, solo serlala que "el precio que se fijará como indemnización por el bien 

expropiado, será equivalente al valor comercial que se fije sin que pueda ser inferior, en el 

caso de bienes inmuebles, al valor fiscal que figure en las oficinas catastrales o 

recaudadoras.~a4 Se tiene entonces que por un lado. las expropiaciones que se hagan 

conforme al TLCAN el valor justo de mercado. en todos los casos, mientras que los 

inversionistas mexicanos que sean expropiadOS solo tienen derecho a que se les pague el 

valor comercial por sus bienes inmuebles. El tratado establece un concepto más amplio 

de expropiación, es decir, no lo limita a bienes. La primera gran diferencia entre estos 

dos ordenamientos es esta: mientras que a los mexicanos se les pagará valor comercial 

por sus bienes inmuebles, a los canadienses y americanos se les pagará valor de 

mercado por todos los bienes que les sean expropiadOS. 

El tercer punto del TLCAN dice. "El pago de la indemnización se hará sin demora y será 

completamente liquidable. n La Ley de Expropiación dice en cambio que la indemnización 

se podrá pagar a más tardar en el plazo de un año y que se puede pagar en espeCie. Los 

inversionistas extranjeros, amparados por el TLCAN, cuentan con una gran ventaja: la 

indemnización sera sin demora y líquida, mientras que para los demás inversionistas sera 

pagada dentro de un año y podrá convenirse el pago en especie, lo cual es una forma de 

liberar al gobierno de su responsabilidad de pago en efectivo pues a quien no se le ha 

pagado (ilegalmente) en mas de un año fácilmente seria presa de convenir un pago en 

especie, situación prohibida en el TLCAN. 

~~ ley dC' Expropi'lCiñn. 1936. Aniculll 10. 
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Con las reglas del TLCAN, los mexicanos y el resto de los inversionistas del mundo se 

encuentran en desventaja frente a los americanos y canadienses, en el caso de los 

mexicanos, las disposiciones del tratado constituyen una franca violación al articulo 32 de 

la Constitución, que a la letra dice, "los mexicanos seran preferidos a los extranjeros en 

igualdad de circunstancias ... ~, pues de ningún modo puede un inversionista mexicano 

acogerse a la regulación del TLCAN porque es claro que solo se aplica para las 

expropiaciones que haga un Estado Parte a un inversionista de otro Estado Parte. Más 

allá de que el TLCAN en este punto sea inconstitucional, lo relevante aqui es que todas 

las excepciones conlempladas a favor de los inversionistas de Estados Unidos y Canadá 

no fueron aprobadas por el mismo procedimiento por el cual se expidieron las reglas para 

las expropiaciones contra mexicanos. El Congreso de la Unión fue el encargado de 

aprobar la Ley de Expropiación, como regla general, pero el Senado fue quien finalrnenle 

aprobó las excepciones a esa regla general, sin la concurrencia de la Cámara de 

Diputados. La incongruencia es tal, que fue al mismo tiempo la reforma a la Ley de 

Expropiación y la aprobación del TLCAN. Es decir, por semanas de distancia en 1993, el 

Congreso aprobaba reformas a la Ley de Expropiación y el Senado aprobaba las 

excepciones (beneficios) contempladas en el TLCAN hacia inversionislas parte del 

tratado. Todo lleva a concluir que no es posible que quien expide la regla general esté 

imposibilitada para impedir las excepciones. El Senado, con la participación del 

Presidente, acuerdan las excepciones a una regla general expedida por el Congreso. La 

violación al principia del articulo 72 letra F no podría ser más clara. 

Por úllimo, ya se ha discutido aquí que la advertencia dicha por la ley en el sentido de que 

"la aplicación de esta ley se entenderá sin pe~uicio de lo dispuesto por los lralados 



internacionales de que México sea parte ... H85 no pueden constituir validamenle la 

excepción ni debe entenderse que el Congreso ha consentido las excepciones que el 

Ejecutivo y el Senado puedan hacerle a las leyes federales. Repitiendo un poco los 

argumentos, los tratados no pueden ser reglamentarios de leyes federales porque tienen 

al menos igual jerarquía y los reglamentos siempre están subordinados al ordenarniento 

reglamentado. Segundo, tal declaración no es suficiente pues la excepción, materialmente 

hablando, sigue pasando solo por una de las Cámaras. Tercero, el enunciado no es 

relevante pues aunque la Ley de Expropiación dijera lo contrario ° no lo dijera en 

absoluto, las disposiciones del tratado seguirian siendo aplicables por el criterio de 

especialidad. Por lo tanto, la frase de "la aplicación de esta Ley se entenderá sin perjuicio 

de los dispuesto por los Iralados internacionales de que México sea parte ... " es tan solo 

una declaración a priori y de buena fe que hace el Congreso, pero que jurídicamente no 

produce consecuencia alguna.S6 

Solo resta señalar que tanto la Ley de Expropiación. como el Tratado de Libre Comercio, 

son incompatibles con el artículo 27 fracción VI de la Constitución, pues éste señala que, 

"El precio que se fijara como indemnización a la cosa expropiada, se basara en la 

cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales recaudadoras, ya 

sea que este valor haya sido manifestado por el propietario o simplemente aceptado por 

él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con esta base ..... Asi, el 

precepto constitucional ordena que las indemnizaciones se harán conforme a valor fiscal, 

que es por lo general, inferior al valor de mercado. Cabe considerar sin embargo, que el 

propio artículo deja abierta la puerta para casos excepcionales donde por pruebas 

periciales pueda determinarse otro valor que no sea el fiscal, pero la regla general 

~~ Al1icu[o 21 de la Ley de Expmpiación. 
AA Parn Illayt11" extensión en estos argumcntos. véasc la Ic\r:l A dC' C'SIC capílulo. 
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prescrita por la Constitución es que se pague valor fiscal. El tratado y la Ley de 

Expropiación (solo para el caso de bienes inmuebles) son incongruentes con lo que 

señala la Constitución. Esta cuestión tomo relevancia para el argumento de que debe 

aplicarse la Ley que esté de acuerdo a la Constitución, pues al menos en este punto 

ambas no están de acuerdo a la misma. 

C.' Ley para el Impuesto General de Importación. 

Quizás el caso más ilustrativo y el que menos requiere de explicación es el que se 

analizará a continuación. La Ley para el Impuesto General de Importación establece a 

través de un sistema de fracciones arancelarias los distintos impuestos par la importación 

de bienes finales, intermedios e in sumos. Lüs diferentes aranceles que se cobran pueden 

ser a través de tasas por valor (impuestos ad valorem) o por tarifas67
• De cualquier forma, 

los aranceles están establecidos en esta ley, que es de carácter federal. El proceso 

legislativo para la expedición de este ordenamiento comienza siempre por la Cámara de 

Diputados. en virtud del articulo 72 letra H de la Constitución Polltica de los Estados 

Unidos Mexicanos, la cual otorga a este órgano legislativo la facultad de conocer primero 

las iniciativas que versen sobre materia tributaria. La Cámara de Revisión es, en este 

caso, el Senado, quien si no tiene observaciones la remite al Presidente de la República 

para que a su vez haga las observaciones pertinentes. Si no las tuviere, se procede a su 

promulgación, publicación e inicio de vigencia de la ley. A grandes rasgos, este es el 

procedimiento seguido para su creación y positividad. Una vez que se ha expedido la Ley 

par el Impuesto General de Importación (UGI) y que es positiva. las tasas comienzan a 

~'l Lns t"rilas parll la imp0l1ación sc encuentran ClI otro onlellmnicnto de la misma naturaleza: "Tarifa General 
dc ImportaciúlI'·. 



aplicar. Cabe mencionar que la Ley de Ingresos, en la cual se establecen los impuestos a 

cobrar por parte de la Federación, delega en la LlGllo referente a los aranceles. 

El Tratado de Ubre Comercio par América del Norte fijó tasas y periodos de desgravación 

tliferentes a los establecidos en la LIGio En las rondas de negociaciones se acordó que 

inmediatamente se gravariall a tasa cero cerca del 40% de los productos parte en el 

TLCAN. Esa reducción, drastica, fue firmada por los jefes de Estado de los tres paises y 

se remitió al Senado Mexicano para su aprobación. El Senado, como es costumbre desde 

hace 125 años, aprobó de inmediato el texto del tratado, volviendo ahora derecho positivo 

las nuevas tasas arancelarias y sus reducciones contempladas en el TLCAN. Además de 

esas tasas cero y exenciones, se acordaron periodos de desgravación que van desde los 

5 hasta los 20 años. Se calcula que aproximadamente, el 97% de los bienes de capital, 

finales, intermedios y de consumo podrán importarse libremente para el año 2007.88 

La situación legal quedó como sigue: si una persona física o moral de nacionalidad 

norteamericana o canadiense quiere exportar a México recibe los beneficios del TLCAN, 

es decir, se somete a las normas excepcionales (tasa cero, exentos, periodos de 

desgravación etc ). Si una persona, ffsica o moral, de cualquier otro país exporta a 

México, se le aplican las tasas de la Ley para el Impuesto General de Importación. Así, la 

LlGI establece la regla general y el TLCAN, la regla de excepción solamente para los 

nacionales de Estados Unidos de América y Canada. Sin embargo, las excepciones a la 

UGI no siguieron el mismo procedimiento que dicha ley federal, sino que fueron 

aprobadas por un mecanismo distinto: la aprobación del Senado, en contradicción al 

~~ (¡maieb Ikneinch. Andreu. "Cálculo a la reducción y eliminación de 13S3S arancelarias para los bienes 
su.klos al TLCAN:' luvcsligaeiólI Particular. Univcrsidnd Iberoamericana. Departamento de Relaciones 
Inlemacillllalcs. Junio 2(1. 19I.J9. Nola del .mlllr: "la fecha ... es el año 2007 ya que los periodos de 
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principio de autoridad formal de la ley, sostenido por la doctrina y respaldado por el 

articulo 72 lelra F de la Constitución General, que literalmente ordena: "En la 

interpretación, reforma o derogación de las leyes o decretos, se observaran los mismos 

trámites establecidos para su formación." La contradicción a este principio resulta 

agravada si se piensa que la Cámara de Diputados, obligada a revisar primero que la 

Cámara de Senadores las cuestiones que versen sobre maleria tributaria, ni siquiera está 

participando en la aprobación de las excepciones hechas a la L1GI. AsI, el Ejeculivo y la 

Cámara de Senadores pueden reformar las leyes federales referidas a fijar los aranceles 

al comercio exterior sin que la Cámara de Diputados pueda hacer algo para impedirlo. 

Mas aun, el Ejecutivo puede simular una ley que eslablezca los aranceles que los 

diputados quieran y luego firmar tratados individuales de comercio internacional con los 

parses destinatarios de las tasas ordenadas por la L1GI. Dos preguntas clave surgen aquí, 

¿sirve de algo que los diputados participen en la formulación de la L1GI, si los aranceles a 

aplicar no surten efecto para Estados Unidos, Canadá, Chile, el Caribe y recientemente la 

Unión Europea? ¿Qué peso pueden tener el resto de los aranceles que establezca el 

Congreso si los aprobados por el Senado ya representan más del 91% del comercio 

exterior mexicano?89 

Legalmente, está contemplada esta posibilidad, y dado que resulta obvio que una norma 

jurídica constitucional no puede ser inconstitucional, la solución a este problema se 

resuelve devolviendo al Congreso de la Unión la facultad de aprobar los tralados 

internacionales. 

desgravaci6n pucdcn cambiar según la cvolución económica dc lo~ p~íscs. Existen mccani~lllos de consulta 
trin~cioll<lh:s para retrasar o acelerar los plazos de desgravación." 
X~ Id('1!1 supra. 



D.- Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros. 

Este caso, aunque de menor relevancia, sirve para mostrar claramente como una norma 

que deriva de un tratado internacional puede modificar una ley federal. La Ley General de 

Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros ordena en su artículo 3° lo siguiente: 

"Articulo 3° : En materia de actividad aseguradora: 

Fracción 11: Se prohibe contratar con empresas extranjeras 

1) Seguros de persona cuando el asegurado se encuentre en la 

República al celebrarse el contrato. 

2) Derogado. 

3) Seguros de cascos de naves o aeronaves y de cualquier 

clase de vehículos, contra riesgo propio del ramo marítimo 

y de transportes. siempre que dcihas naves, aeronaves o 

vehículos sean de matrícula mexicana o de propiedad de 

personas domiciliadas en la República. 

4) Seguros de crédito, cuando el asegurado esle sujeto a la 

legislación mexicana. 

5) Seguros de los demás ramos contra riesgos que puedan 

ocurrir en el territorio mexicano. 

No se consideraran como tales los seguros que no residentes en el territorio 

mexicano contraten fuera del mismo para sus personas o vehículos. para cubrir 

riesgos durante sus internaciones eventuales."90 

QII Ley Gcncrnl de Instituciones y Suciedades Mutualistas de Seg.uros. Publicada en el Diario Oncial de la 
redcr:lciun el 31 dc ngosto dC' 1935. 



Como se podra ver, la ley prohibe en general, Que residentes mexicanos contraten 

seguros con empresas extranjeras. En 1992, al negociar el Tratado de Libre Comercio 

liara América del Norte, se abrió un espacio dentro del capitulo relativo a Servicios 

Financieros (donde es discutible si la actividad aseguradora es financiera) para permitir 

Que residentes en territorio mexicano pudieran contratar seguros con empresas 

americanas o canadienses. Es claro el Anexo VII: "Reservas y Compromisos" en su parte 

VII-M-10 al decir: 

"México se reserva sus actuales prohibiciones y restricciones al comercio 

transfronterizo de servicios de seguros, las cuales actualmente no incluyen restricciones 

al derecho de los individuos para comprar, a través de movilidad física, seguros de vida y 

salud. México no se reserva sus presentes restricciones con respecto a la facultad de los 

residelltes de Méx;co para adquitir de prestadores de seguros transfronterizos, los 

siguientes tipos de seguros: 

a) seguros de turismo (inclusive seguros de accidente de viaje y de vehículos de 

automotor para turistas no residentes, pero no seguros de riesgos o 

responsabilidad frente a terceros) para individuos, comprados, sin promoción 

por parte de los aseguradores, a través de la movilidad física de tales 

individuos. 

b) i) Seguros de carga, hacia y desde cada Parte, comprados sin promoción, para 

bienes en tránsito internacional desde el punto de origen al destino final, y 

ii) seguros comprados sin promoción para vehículos durante el periodo de su 

utilización en el transporte de carga (diferentes de seguras de riesgos o 

responsabilidad frenle a lerceros), siempre que éste tenga licencia y registro 

fuera de México (inclusive vehículos para transporte marítimo, aviación 

comercial, lanzamiento y carga espacial (incluso satélites); y 



e) servicios de intermediación relativos a los incisos (a) y (b) comprados sin 

promoción por parte de los aseguradores. 

Para mayor certidumbre esta reserva no se aplica al reaseguro. ~ 

De la transcripción anterior se puede ver que por un lado la Ley General de Instituciones y 

Sociedades Mutualistas de Seguros prohíbe a los mexicanos o residentes en territorio 

nacional contratar ciertos seguros con empresas extranjeras. El TLCAN permite la 

contratación con compañías americanas o canadienses por residentes mexicanos. 

111.- La aprobación de tratados Internacionales de libre comercio en México, 

Estados Unidos y Canadá. 

En resumen a lo explicado a lo largo de este trabajo, en México la facultad de celebrar 

tratados internacionales corresponde al Presidente de la República en virtud del artículo 

89 fracción X de la Constitución. Asimismo. el Presidente puede estar asistido de los 

secretarios del despacho correspondiente, como serán el de Relaciones Exteriores y el 

Comercio y Fomento Industrial, para la negociar y concertar la firma de los tratados que 

versen sobre comercio internacional. Una vez firmado con los jefes de Estado de los 

demás Estados Parte el tratado debe enviarse al Senado para su aprobación, tal y como 

lo establece el articulo 76 fracción 1 y la Ley sobre la Celebración de los Tratados en su 

artículo 2 fracción IV, u Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: fracción IV.

"Aprobación": el acto por el cual el Senado aprueba los tratados que celebra el Presidente 

de la República:'91 

~I Ley sllblC la Celebración dC' los Trnfados. 2 de enero de 1992. 
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Así las cosas, cuando el Ejecutivo celebra un tratado. deberá someterlo a la consideración 

del Senado. La Secretaría de Relaciones Exteriores deberá enviar copia certificada a la 

Secretaría de Gobernación pues a ella corresponde presentar al Senado la iniciativa. El 

texto del tratado llega al senado y se discule en las respectivas comisiones involucradas 

las cuales emiten un dictamen que se da a conocer a la cámara, la cua! discute y 

resuelve basada en la volación por mayoría absoluta. La aprobación del tratado podrá ser 

en los siguiente sentidos: 

a) Aprobación absoluta y total del tratado. 

b) Desaprobación absoluta y total del tratado. 

e) Aprobación del tratado pero con modificaciones. 

d) Aprobación con aclaraciones o con la inclusión de ciertas reservas. 

Dado el caso de que se apruebe el tratado, la Cámara de Senadores deberá enviar el 

decreto aprobatorio a la Secretaría de Gobernación para llevar a cabo su publicación. 

(una vez que haya sido refrendado por los secretarios de los despachos 

correspondientes). La publicación se lleva a cabo en el Diario Oficial de la Federación. 

Como se ha advertido, el decreto por el que los senadores aprueban el tratado es idéntico 

de hecho al acto por virtud del cual las cámaras que conforman el Congreso de la Unión 

aprueban una iniciativa de ley. Quizás la única distinción es el poder de veto que tiene el 

Presidente en el caso de las leyes expedidas por el procedimiento del articulo 72, pero 

fuera de esa situación, si los tratados tuvieran que ser aprobados por ambas cámaras del 

Congreso, tanto el procedimiento para aprobar tratados como el de iniciativa y discusión 

de otras leyes sería idéntico, pues en ambos casos, la iniciativa se mandarla a un órgano 

del Poder Legislativo para que fuera cámara de origen y la segunda de revisión. El camino 

para la publicación y el refrendo sería exactamente el mismo. De ahí, que se sostiene en 

esta tesis que la diferencia es solamente de donde surge el texto de la ley, pues en el 



caso de leyes federales puede decirse que es "unilateral" si el Ejecutivo la redacta solo y, 

en los tratados "multilateral", si su contenido proviene del consenso entre las partes 

negociadoras, lo cual considero es una distinción absurda. 

En Estados Unidos, la Constitución deposita el Poder Legislativo en dos órganos: el 

Senado y la Cámara de Representantes. Los tratados internacionales deberán ser 

aprobados por el voto de las dos terceras partes del Senado.92 Sin embargo, es de suma 

importancia apuntar lo siguiente: para Estados Unidos existe una diferencia entre lo que 

es un "tratado" (treaty) y lo que es un "acuerdo" (agreement), pues segun su propia 

clasificación de legislaCión sobre política exterior, existen los tratados internacionales 

(treaties), los acuerdos congresionales (congressional agreements) y los acuerdos 

ejecutivos (executive agreements). El Tratado de Libre Comercio no es, para los 

estadounidenses un tratado (treaty) sino un acuerdo (agreement) para el que es necesario 

contar con la aprobación de ambas cámaras en el Congreso93
. De ahi, que para que el 

TLCAN pudiera entrar en vigor era indispensable que el texto fuera aprobada por los 

senadores y por la Camara de Representantes. 

Generalmente, en la aprobación de los tratados por el Poder Legislativo americano, se 

utiliza el procedimiento denominado "fasl Irack" el cual eslablece el deber de los 

legisladores de aprobar o desaprobar en su totalidad el acuerdo para que el Presidente 

pueda llevar las negociaciones del tratado e incluso suscribirlo. Asl se impide la 

posibilidad de formularle objeciones parciales, reservas o modificaciones. Esto se 

'1:: Conslitución de lus Eslado~ Unido ... tic AmérÍl.:;1. artículo 2 ··Ell'rcsidcllIc Icndrá el podc-l" (;('11 la "pmbllcil1l1 
del Scnad(l. de t'clcbrar Imlados eonf:lIldo con el \'tllo a favor dc d(l:; lerdos dc kls senadorcs'-· 
'1.1 S;i11l.:hc7. Jiméncz. M¡lria Ciundalupc. Ctlllsidcrm.:iuncs Juridic-as sobre el TLC AN y el reto qllc significa la 
i1llcg,r,Kiún de México. Eslad()~ lJllido~ y Call<ld'.'t. Tesis Profesional. Ullivcrsidmllhcromllcricana. t\lé_\ico 
D.F. 1996. 



implementó con la finalidad de evitar que las negociaciones para la aprobación de 

tratados se politizaran al grado de diferir por tiempos indeseables su aprobación total. 

En caso de que el Presidente decida someter las negociaciones y la suscripción de un 

tratado al procedimiento ~fast track" deberá anunciar al Congreso y en especial a dos 

cOlllites, al HOllse Ways and Means de la Cámara de Representantes y al Senate 

Finances CO/JImWee perteneciente al Senado. Con ello se da participación a los dos 

órganos que conforman el Poder Legislativo para que conozcan del futuro acuerdo que 

suscribirá el Presidente. Para que el Presidente obtenga la autorización de los 

legisladores y la consecuente aplicación del fast track, debe notificar su intención al 

Congreso 90 días antes de la firma del acuerdo. A más tardar el dia de la notificación 

presidencial, los comités y asesores deberán presentar al Presidente y al resto del 

Congreso un informe sobre sus criterios a cerca del acuerdo. 

Las negociaciones formales podrán iniciarse solo si el Congreso aprueba el informe 

dentro de los sesenta djas legislativos siguientes a la notificación escrita del Presidente 

(aproximadamente seis meses de calendario). Si el tiempo por el cual se autorizó al 

Ejecutivo resulta insuficiente, el Presidente deberá solicitar una extensión del plazo previa 

presentación de otro informe en el cual explique las causas de la demora y la necesidad 

de seguir utilizando el procedimiento fast track. El Congreso resolverá 60 días después de 

presentada la solicitud. 

Ahora bien. a pesar de que se cumplan todos los requisitos el Congreso puede enviar una 

resolución de "no aprobación al procedimiento fast track" o de vía rápida dentro de los 60 

días siguientes a que se implementen los acuerdos de la aprobación del congreso. Este 

recurso se conoce como "reverse fast track" o revertir el procedimiento de vía rápida. 

Cabe mencionar que el Congreso solo podrá revertir su autorización para el 
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procedimiento de vía rápida si a su juicio el Ejecutivo esta actuando más allá de lo 

concedido por el Congreso, materia del fast track.94 Esta facultad tiene su origen 

precisamente en las negociaciones de un tratado de libre comercio, el de Estados Unidos 

con Canadá, donde a juicio del Congreso no fueron consultados los suficientemente los 

representantes populares. Este es el camino que debe seguir el Presidente de Estados 

Unidos para poder siquiera comenzar a discutir sobre las materias del tratado, con lo que 

se comprueba que existe una fuerte supervisión por parte del Poder Legislativo sobre las 

facultades del Presidente para suscribir tratados internacionales que contengan normas 

no declarativas o de obligaciones "concretas".95 

Una vez que se ha autorizado al Presidente a negociar el tratado, el Congreso tiene el 

derecho de pedir, con anticipación suficiente a la firma del acuerdo, que se le remitan las 

disposiciones que se han insertado ya en el texto final para que se analicen aquellas 

secciones que pudieran entrar en contradicción con la legislación interna. A este 

mecanismo se le llama ~mock-mark up" o técnica de reglamentación simulada, cuyo 

propósito es que los legisladores puedan enviar a los comilés competentes del Congreso 

las disposiciones del acuerdo para evitar futuros conflictos de normas. 

Ya que el texto del tratado se haya concluido en su totalidad y los Estados parte estén de 

acuerdo en las traducciones, el Ejecutivo deberá enviar copia del tratado al Congreso y 

anunciar públicamente en el "Federal Registrar" (Registro Federal) su inlención de firmar 

el acuerdo. El Congreso deberá autorizar la firma del tralado dentro de los 90 dias 

'u Ley de ("~l1lcrcio para los Estmlus Unidos de América. Mayo 1988. 
~~ SrnilJI. Peter 11. Ob cit. Aunque 1" Imducción de los conceptos "trafados internacionales no JcclanHivos" y 
"\,lJligacioncs concretas" no SOll dcllodo correctas, se refiere a tratados para los cuales se crcan obligaciones 
ni caso l'!1 concreto y gcncr<ln l"onsccucncias de derecho idénticas a las que se generarían si ruera dc derecho 
positivo interno. es decir. se excluyen a los tralados que contienen declaraciones de buena fe entre los EstmJos 
(1 las que ~Oll de derecho uniforme. 
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siguientes a la publicación, si el Congreso no le comunica al Presidente tal resolución, se 

entenderá que queda autorizado para la suscripción final del documento. 

Cuando los Estados parte han firmado el tratado, el Presidente debera enviar al Congreso 

el texto final del tratado, un borrador de la propuesta de ley, un comunicado de las 

acciones administrativas necesarias para implementar el acuerdo, una explicación de la 

forma de instrumentar la propuesta de ley, las acciones administrativas que afeclen el 

estado de las leyes actuales, un comunicado con la justificación sobre el beneficio del 

tratado y por qué la propuesta de ley y las acciones administrativas señaladas son 

apropiadas y necesarias.96 

La relación entre el Congreso Americano y el Ejecutivo Federal es muy estrecha. Para 

cada etapa, el Congreso participa activamente y cada vez que existe un nuevo acuerdo, 

sobretodo comercial. el Congreso se otorga mayores funciones de supervisión y 

vigilancia. En cada paso, desde la intención de iniciar pláticas para un tratado de libre 

comercio. pasando por la negociación, la firma y la aprobación, el Congreso y na nada 

más el Senado interviene autorizando, aprobando, negando, modificando, informando etc 

sobre cada acción que toma el Presidente. Como nota, el procedimiento de vía Mrápida" 

requiere la intervención del Congreso en por lo menos 3 ocasiones previas al inicio de la 

negociación, por lo menos 3 entre la negociación y la firma y por lo menos 8 posteriores a 

la firma y anteriores a la aprobación. El verdadero control sobre el Ejecutivo en la 

celebración de tratados no se reduce a la aprobación del tratado. sino que el Congreso 

actúa en casi cada momento en el camino de los acuerdos internacionales para volverse 

derecho positivo. Esto por una parte asegura un cuidadoso análisis del tratado, ya que el 

texto y las circunstancias que implica tal acuerdo son revisadas por un mayor número de 



personas. Ademas, garantiza que tos intereses del pueblo tanto como el de las entidades 

(si es que son diferentes) se encuentren protegidos. La suerte del tratado no depende de 

la inteligencia circunstancial del jefe de Estado, ni de las condiciones azarosas de un 

gobierno, sino de la estructura permanente en la creación y expedición de tratados 

internacionales. Esta estructura contrasta drásticamente con la institución de los tratados 

en México. El Ejecutivo tiene plenos poderes para negociar, suscribir y enviar a los 

senadores su propuesta, sin mas limitación que la que le pueda imponer el Senado. Este, 

por la forma en que interviene, carece gravemente de información, pues está ausente 

durante todo el procedimiento contractual. La propuesta de esta tesis es tan solo el 

comienzo de muchas medidas que deberían adoptarse para asegurar la protección a los 

intereses de la nación. 

El procedimiento en Canadá incluye también varios mecanismos de intervención por 

parte del Poder LegiSlativo. El Primer Ministro tiene en principio, facultades para iniciar las 

negociaciones para un tratado internacional. Sin embargo, al llegar a una propuesta de 

tratado -antes de su firma, debe enviar dicho acuerdo a su gabinete. El gabinete 

canadiense, como sucede en otros paises de régimen parlamentario, tiene facultades de 

veto y cierta autoridad para modificar, sin que ello implique su destitución, las decisiones 

del Primer Ministro. Si el gabinete considera que el proyecto es adecuado, emite una 

orden en consejo para autorizar la firma del tratado. Cuando los jefes de Estado de los 

países firmantes suscriben el acuerdo, el texto debe ser enviado por el Primer Ministro a 

la Casa de los Comunes. Este órgano, equivale a la Camara de Diputados, pues sus 

asientos están repartidos con base en un criterio poblacional. El lider de la Casa de los 

Comunes consulta con las dos partes oficiales de la oposición y se discuten los tiempos 

necesarios para el examen del documento en una primera, segunda y tercera lectura. En 
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la primera lectura se describe el texto de acuerdo. Se enuncian sus partes principales, sus 

propósitos y sus beneficios. Se habla también de la forma en que entrara en vigor y 

aspectos generales a cerca del tratado. En la segunda lectura, se debate con las distintas 

fuerzas representadas en la Casa de los Comunes. El documento debe ser enviado a 

diversos comités para su análisis: comité en pleno de asuntos exteriores, comité de 

comercio internacional y otros de aspectos particulares, como los son el comité ambiental, 

agricultura etc. Estos comités llevan a cabo un minucioso estudio, wcláusula por cláusula~97 

y le hacen las observaciones correspondientes. En la tercera lectura. se discuten 

aspectos particulares que hayan quedado pendientes de resolución en la lectura anterior 

y además, se vota sobre las mociones y modificaciones requeridas por los comités de la 

segunda lectura. Una vez concluida la tercera revisión, se pasa a la votación del texto. 

Aprobado el documento, se envla al Senado para su aprobación. En este órgano se 

revisan una vez más las primera, segunda y tercera lecturas. El comité de Asuntos 

Extranjeros emite sus recomendaciones y observaciones. Tomadas en cuenta éstas, se 

pasa a la aprobación del tratado. Finalmente, se declara que el documento está listo para 

la aceptación real. Aunque esta aceptación solo tiene de hecho fines protocolarios, es 

interesante que el consentimiento real sea un elemento necesario para la entrada en vigor 

de los tratados internacionales. La ceremonia se lleva a cabo en el Senado, con 

representantes de ambas casas del Parlamento. Asisten también ministros de la Corte y 

miembros del gabinete. Después de este consentimiento real, el texto de tratado debe ser 

publicado en la Gaceta de Canadá. 

La comparación de los procedimientos para la aprobación de tratados en Estados Unidos, 

Canadá y México muestra la falta de participación del Poder Legislativo en esta materia. 

Mientras que en nuestros paises vecinos, la aprobaCión del tratado sigue un proceso 
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detenido de discusión y análisis. en México se reduce a la aprobación "express~ que hace 

el Senado. quien por mantenerse alejado durante todo el procedimiento de negociación y 

firma no tiene la información suficiente para emitir un criterio fundado en su aprobación. 

Una vez más. la atención que los senadores puedan poner sobre el tratado depende no 

de su obligación legal como Poder Legislativo, sino del sentido de responsabilidad 

personal que pudiera tener cada miembro. Las tres lecturas que realiza cada órgano 

legislativo en Canadá y las constantes intervenciones del Congreso americano frente a las 

decisiones del Presidente son mecanismos adecuados para la seguridad de los intereses 

nacionales. La no intervención de la Cámara de Diputados y el superficial examen que 

hace el Senado. además de favorecer medios antidemocráticos e ilegítimos de expedición 

de normas, ponen en riesgo los intereses de la población. 



Capítulo 5: Consideraciones Finales. 

1.- Leyes Generales y leyes de Excepción. 

Mucho se ha hablado en este trabajo sobre las excepciones a las reglas generales 

expedidas por el Congreso. Por definición, una ley general es aquella hipótesis normativa 

de la cual se desprenden consecuencias de derecho idénticas para todos los casos que 

se coloquen bajo ella. Las leyes imponen una conducta como debida para todos los 

sujetos que encuadren bajo el supuesto, en esto consiste su generalidad.96 La ley 

general, debe ser expedida por un órgano dotado de poder legislativo, y necesariamente 

debe ser obligatoria, impersonal y objetiva. En estricto sentido, el término "ley general" es 

redundante pues una ley debe ser siempre general, pues todo sujeto que se coloque bajo 

ese supuesto debe producir las mismas consecuencias jurídicas. Sin embargo, es válido 

el término para explicar la relación "regla-excepción" que una norma puede contener, ya 

sea en el texto mismo de esa ley o en otro ordenamiento. Así, la ley puede regular la 

conducta de ciertos individuos sin perder su ~generalidad", siempre que atribuya efectos a 

personas indeterminadas por haber actualizado el supuesto normativo y que por su 

situación jurldica y no por su identidad individual, tes corresponden efectos de derecho 

diferentes. Estas son las denominadas excepciones. Es frecuente el caso donde dentro 

de un mismo artículo se establecen las excepdones a la regla general, tal prescripción no 

hace perder el caracter de general, abstracta e impersonal a la ley. simplemente 

establece que para los casos donde se reúnan ciertos requisitos, la consecuencia de 

derecho es distinta. Las normas excepcionales pueden tener su fundamento en criterios 

subjetivos (para ciertos Estados, para algunas personas, para alguna clase social etc), 

4~ Dic(,:iollario Jurídico Mc:<icnno. Instituto de IIl\'estigacioncs Jurídicas. U.N.A.M. Editoriall'orrúa. a' 
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circunstanciales (casos de emergencia), sustantivas u objetivas (para determinadas 

rnaterias) o bien algún otro que considere el legislador. 

Las excepciones a la regla general pueden aparecer dentro de un mismo articulo, en 

artículos diferentes, en capítulos diferentes e incluso en ordenamientos diferentes. Ello no 

delta confundir sobre el carácter excepcional de las normas. Su ubicación, no altera los 

efectos particulares de estas leyes. Asi por ejemplo, el articulo 16 de la Constitución dice 

en su séptimo párrafo: "Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por 

más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a 

disposición de la autoridad jUdicial..," este enunciado opera como la regla general, pero 

lT1ás adelante el legislador hace una salvedad: "este plazo podrá duplicarse en aquellos 

casos que la ley prevea como delincuencia organizada"99, En este ejemplo, la relación 

regla general - regla de excepción es muy clara: todo indiciado que no lo sea por 

delincuencia oryanizada se le aplica la regla general, tado indiciado que caiga dentro de la 

hipótesis de delincuencia organizada se le aplica la excepción, Pero hay otros casos 

donde lo prescrito por una norma es exceptuado no por el mismo articulo, sino por otra 

disposición en otro ordenamiento. Tales son los casos analizados en esta tesis, pues por 

un lado existen leyes federales que enuncian las reglas generales y por otro, los tratados 

internacionales que ponen las excepciones a esas normas. Cabe aclarar que las 

excepciones a las reglas son perfectamente válidas y necesarias en todo orden juridico, 

pero ellas deben seguir para su implementación el mismo procedimiento que siguió la 

regla general. Asi lo ordena el articulo 72 letra F de la Constitución, llamado principio de 

autoridad formal de la ley, que dice literalmente que" En la interpretación (sic), reforma o 

derogación de las leyes o decretos, se observaran los mismo trámites establecidos para 

su formación.~ Este principio es también reconocido como importante por la doctrina: 
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"Dado que la modificación y derogaciólI de leyes federales debe seguir el mismo 

procedimiento qlJe pélra la aprobación de léls mismas, resulta obvio que UIl trataúo no 

puede modificar ni derogar l/na ley federal. ya que en la celebración de éste no se sigue el 

procedimiento legislalivo. sino el procetlirniento especial consistente en la celebración por 

el Presidente y aprobación del Senado ... \00 Esta opinión respalda el principio de autoridad 

formal dc la ley, sin embargo, lo que parece obvio es que los tratados internacionales sí 

pueden modificar las leyes federales, es más, no tan solo pueden, sino que eso es su 

propósito. Los tratados comerciales se firman para lograr que las Partes involucradas se 

otorguen beneficios recíprocos /lO contemplados en sus leyes vigentes. Si los tratados no 

pudieran modificar las leyes federales, no tendría sentido suscribirlos. Nuevamente, el 

problema no radica en la posibilidad de modificar las leyes federales, sino en el trámite 

que se sigue para ello: la reforma se hace con la aprobación de un sólo órgano legislalivo. 

Los citados autores, al expresar esta opinión reconocen el principio constitucional, pero en 

mi juicio. no terminan en la conclusión correcta, pues el que tengan fuentes juridicas 

diversas no excluye la posibilidad de que modifiquen las leyes federales. De hecho. ese 

es el problema principal planteado en esta tesis, que sí se pueden modificar las leyes 

federales a través de los tratados y que no debieran tener una fuente jurídica de 

aprobación diversa. La siguiente parte de la cita refuerza el argumento vertido en este 

trabajo sobre la imposibilidad que tiene el Congreso, con el sistema actual de aprobación 

de tratados, de modificar o impedir la aplicación de normas que deriven de acuerdos 

internacionales: ·Por otra parte, aunque la Constitución no regule expresamente la 

materia, parece obvio que una ley del Congreso General tampoco puede modificar ni 

derogar un tratado, pues éstos son una fuente jurldica diversa que escapa tanto la 

competencia del Congreso General como la de las legislaturas locales de los Estados de 

IN Constitución Politica dc los Estados Uniuos Mexicanos. Articulo I (Í pán"afo 7". 
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la Federación." "101 Siendo que los tratados y las leyes federales tienen fuentes juríd'lcas 

diversas (con lo que en esta tesis se está en desacuerdo que asi sea), lo justo sería que 

las excepciones que propician los tratados a las leyes federales (concediendo ventajas 

particulares a algunos Estados) tuvieran QJe seguir el mismo proCedimiento para su 

entrada en vigor que las leyes que están modificando. 

No hay problema pues, cuando la ley y su excepción están contenidas en dos leyes 

federales, porque para la expedición de ambas se siguió el mismo camino. El conflicto se 

suscita, una vez más, cuando las excepciones están contenidas en un tratado 

internacional, porque el procedimiento para volverlo derecho pOSitivo es diferente al de la 

ley federal. Ya se ha demostrado en esta tesis que el tratado de libre comercio, es 

excepción a un cumulo de leyes federales, entre las cuales se encuentran las analizadas 

en este trabajo: el Código Fiscal de la Federación establece recursos y procedimientos 

para atacar jurídicamente un acto de la autoridad administrativas como es la cuota 

compensatoria, el TLCAN establece otro procedimiento; La Ley del Impuesto General de 

Importación establece aranceles para lodos los países y el TLCAN ordena otros para 

Estados Unidos y Canada; La Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de 

Seguros prohibe que se contraten seguros con empresas extranjeras, el TLCAN permite 

que a partir del año 1994, los mexicanos puedan contratar seguros con compañlas 

arnericanas o canadienses. etc. No debe quedar duda, estos acuerdos internacionales 

constituyen verdaderas excepciones a leyes federales, as! se ha demostrado en este 

trabajo. Lejos de discutir si estas medidas son o no favorables para el pais, el debate 

debe centrarse en el aspecto legal, ¿por qué si las leyes federales deben ser aprobadas 

por ambas cámaras del Congreso. los tratados internacionales que establecen las 

excepciones a dichas leyes y que producen los mismos efectos que una ley federal, solo 
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se aprueban por el Senado? Es importante resaltar, que a pesar de que los Iratí'ldos 

internacionales surgen por acuerdo de varias naciones, son derecho positivo, con rango 

de Ley Suprema y que tienen todos los atribulas de una norma jurídica: general, 

impersonal, obligataria y objetiva, no obstante que su carácter sea de excepción, pues 

cualquier persona que se coloque bajo el supuesto previsto por esa norma de excepción, 

propiciará que se generen las misma consecuencias de derecho. Así, las leyes que 

expide el Congreso tanto como los tratados internacionales en comercio exterior son 

partes de una misma norma primaria, aunque estén contenidos en diferentes 

ordenamientos y aunque sea diferente su origen. El procedimiento para volverlos derecho 

positiVO debe entonces ser el mismo, pues asl lo dispone el artículo 72 lelra F de la 

Constitución: para reformar una ley. v.gr. establecerle excepciones, es necesario observar 

el mismo trámite que para su formación. 

11.- Los tratados internacionales como Leyes Especiales. 

Los tratados internacionales y en particular, los de libre comercio, concurren en la 

regulación de materias que pertenecen a leyes federales. Tal es el caso de la Ley Federal 

de Derechos de Autor, de la Ley de Expropiación, Ley de Comercio Exterior, Ley de 

Inversión Extranjera y muchas otras. Esta duplicidad de ordenamientos ( y triplicidad en 

casos donde los tratados afectan cuestiones estatales) genera la posibilidad de 

contradicción de normas. Cuando una ley federal y un tratado internacional entran en 

contradicción el criterio para resolver el problema no es el de jerarqura de leyes, pues ya 

se ha visto que el artículo 133 otorga a los tratados al menos la misma categorla que las 

leyes federales. Por lo tanto, no prevalece claramente una ley federal sobre el tratado ni 

viceversa. El criterio de solución adecuado es el de especialidad. Con base en ese 

principio, una ley que se destina para regular casos específicos debe prevalecer sobre la 
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destinada a regular la generalidad de ellos. Es el ámbito de validez lo que determina cuál 

.norma será aplicable. Asi, el tratado (de libre comercio) es aplicable para aquellos paises 

con los que México haya celebrado tal acuerdo, y las leyes federales, rigen para los 

dermis paises. Sin embargo, "parece teóricamente posible" 102 que un tratado tuviera 

generalidad tal que los problemas de contradicción de normas no pudieran solucionarse 

con base en el criterio de especialidad. Si este caso se diera, podría atenderse a que 

prevalezca aquella norma que esté de acuerdo a la Constitución, y si ambas lo estuvieren, 

la norma que prevalece es, otra vez, la especial al caso particular, y la ley federal a los 

demas casos. Tampoco resulta procedente para resolver una contradicción de esta Indole 

el de "norma posterior deroga la anterior", pues los tratados y las leyes tienen diferentes 

procedimientos para volverse derecho positivo: tienen una fuente jurldica diversa. Por lo 

tanto, ni a través del criterio de jerarquía, ni el de norma posterior deroga la anterior, 

puede resolverse una contradicción entre normas derivadas de tratados y leyes federales, 

solo mediante el criterio de especialidad. Lo que se quiere decir con esto, es que cuando 

un tratado y una ley federal se contradicen, el único criterio de solución, si ambas estan 

de acuerdo a la Constitución, es el de especialidad, situación que permite que el 

legislador de leyes federales no pueda impedir que entre en vigor una ley contenida en un 

tratado. A través de leyes federales, el poder legislativo no puede cambiar normas que 

derivan de los tratados, sin embargo, el Ejecutivo con el consentimiento del Senado si 

pueden modificar las leyes federales. Por eso se propone en este trabajo que ambas 

cosas, leyes federales y tratados internacionales sean aprobados por el Congreso 

General, como la idea original del Constituyente de 1857. 

Los tratados no pierden su carácter de leyes especiales, aunque se hayan celebrado 

acuerdos con todos los países del mundo. Estos son un conjunto de leyes especiales que 
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prevalecen en su aplicación sobre las leyes federales. La conclusión es clara: puede 

llegarse al caso en que las normas especiales derivadas de los tratados desplacen por 

completo a la legislación interna. Tal situación, aunque calificada como remota por Ortiz 

Atllf10J
, es realista, pues en volumen, el tratado de libre comercio representa casi la 

totalidad de las operaciones comerciales internacionales de México con el mundo. La 

legislación federal, en materia de comercio exterior e inversión extranjera se ha visto 

arrollada por las normas que derivan del tratado, y si así es, ¿resulta adecuado que las 

normas que rigen la mayoría de los casos y que están desplazando a las leyes federales 

sean aprobadas solo por el Senado? 

111.- Jerarquía de los Tratados Internacionales. Jurisprudencia. 

Hace algunos meses la Suprema Corte de Justicia de la Nación modificó la jerarquía 

constitucional de las normas en México. Se reconoce desde entonces, que los tratados 

internacionales son de un nivel superior al de las leyes federales. Esta resolución tiene 

que ver con la polémica redacción del artículo 133 de la Constitución, conforme a la cual 

"esta Constitución, las leyes que emanan de ella y todos los tratados que estén de 

acuerdo con la misma ... serán ley Suprema de toda la Unión."l04 La Corte se pronuncia en 

el sentido de hacer prevalecer los tratados sobre las leyes federales. En esta 

jurisprudencia la Corte no resuelve en definitiva si la Constitución prevalece sobre los 

tratados. Como se vio en otro apartado de la tesis,l05 existen opiniones en el sentido de 

que los tratados internacionales prevalecen aun por encima de la Constitución. En mi 

111' Idclll !'upnl. 
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opinión. claramente la Constitución es de mayor jerarquía debido al principio de 

Suprernacia Constitucional. 

Si en efecto, las normas internacionales tienen una jerarquía superior a las de las leyes 

federales, entonces ello aporta otro argumento a favor de otorgar la facultad de aprobar 

los tratados internacionales al Congreso General. De acuerdo al criterio de la Corte, el 

Presidente y el Senado pueden adoptar tratados que modifiquen decisiones legislativas 

aprobadas por ambas cámaras. La suma de voluntades del Ejecutivo y una mayoría de 

senadores pueden producir efectos jurfdicos superiores a los que corresponden a la 

acción de las Cámaras de Diputados y de Senadores: es un mecanismo para volver 

derecho positivo excepciones a leyes federales, excepciones que no son sometidas al 

mismo procedimiento que el llevado a cabo para la creación de las leyes. 

Lo anterior es una cuestión de gran importancia. pues "si advertimos que las materias que 

forman parte de los tratados internacionales son cada vez más amplias y más variadas, 

llegaremos a la conclusión de que estamos en presencia de un superlegis/ador. El 

Presidente y el Senado podrán, por la vía de los tratados. incidir en los más variados 

aspectos de la vida nacional, por encima de lo que decidan el Congreso de la Unión yaun 

los Congresos locales e la materia de su competencia."106 La cita es clara al describir la 

situación: la tendencia actual a legislar en materia internacional vía tratados puede 

producir modificaciones no tan solo en las leyes federales sino en las locales. El alcance 

de los efectos en la legislación de las entidades federativas es algo que escapa el rango 

de análisis de esta tesis, sin embargo vale la pena señalar que otros paises ya advirtieron 

este fenómeno "modificador" de los tratados, y por ello han decidido el transferir la 

facultad de aprobar tratados intemacionales al Congreso. El sistema de los Estados 

1<1(, Excclsillr, 27 dc marzo de 2000. Sccóón Pti'ncipal. página 9. AI1iculo de Diego Valades. 
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Unidos de América 101 de donde fue copiado nuestro texto constitucional, establece ahora 

que los acuerdos internacionales sean sometidos a la aprobación de ambos órganos del 

Congreso. 

Actualmente, los únicos países que mantienen un sistema bicamaral son: Argentina. 

Bolivia, República Dominicana y Uruguay, de los cuales solo en México se aprueban los 

tratados sólo por el Senado. Algo semejante ocurre en Europa: solo en Austria se 

aprueban los tratados por uno de sus órganos legislativos. En Francia y Grecia, por 

ejemplo. se reconoce que los tratados tienen mayor jerarquía que las leyes de derecho 

interno y por esta razón expresamente estabtecen que deben aprobarse de ta misma 

manera que las normas de derecho doméstico. La evidencia empírica ha demostrado que 

técnicamente es muy dificit sostener ta conveniencia de la exclusiva aprobación del 

Senado. En el orden político resulta anacróníco. 108 

IV.- Legitimidad y Legalidad en los Tratados Internacionales de Comercio Exterior. 

Dos cuestiones constituyen la preocupación central de estas tesis: que al volver derecho 

positivo los tratados se está violando un principio constitucional y que tal violación afecta 

la legitimidad que puedan tener las leyes en materia de comercio exterior. Las faltas de 

legalidad se observan por lo siguiente: los tratados materia de comercio internacional, a 

pesar de ser contratos, generan verdaderas normas jurídicas que rigen la actividad 

comercial. industrial y económica del pals. No parece haber duda en el carácter de ley 

que revisten los tratados. Sin embargo, estas teyes se vuelven derecho positivo por la 

aprobación del Senado y no por la aprobación de dos cámaras. una de origen y una de 

revisión. Las normas que se desprenden del tralado tienen idénticas consecuencias que 

tIl7 Cupitllto4. NÚlIlcnl tI. 
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las de una ley. así lo afirmaron los federalistas norteamericanos desde el siglo pasado109
, 

lógico sería, que tuviera el mismo tramite para su implementación. La Constitución actual 

faculta al Senado para aprobar los tratados internacionales, no hay entonces 

¡nconstitucionalidad en ello, (además, es dificil concebir una ley constitucional que fuera 

inconstitucional) pero sí existe contradicción con el artículo 72 letra F, pues como los 

tratados comerciales regulan la misma materia Que las leyes federales. generalmente 

tlacen modificaciones a ellas, y el procedimiento seguido para su implementación no es el 

mismo. Resumiendo, los problemas de legalidad se presentan porque: 

1) Los tratados internacionales producen el mismo efecto que las leyes federales pero 

solo son aprobados por el Senado. Esto es contrario al artículo 72 de la Constitución, 

y aunque obviamente una norma constitucional no puede ser inconstitucional, queda 

claro que la aprobación que hace el Senado contradice el concepto de autoridad 

formal de la ley, el cual pretende asegurar que todas las normas sean formalmente 

válidas en su expedición. 

2) No tan solo producen el mismo efecto que una ley, sino que las reforman. Al suscribir 

un tratado se pretende modificar -vía acuerdo internacional- las leyes vigentes y 

positivas, pues en eso consisten las ventajas del tratado: dar a algunos socios 

preferidos lo que no se da a los demás. Sino fuera así, los tratados perderlan sentido, 

pues bastaria que el Estado modificara por si solo su ley interna favoreciendo a todas 

las naciones. Se trata por lo tanto, de establecer excepciones a la regla general. 

3) Para modificar las leyes del pals es necesario seguir el mismo tramite que el idóneo 

para su creación, ello no ocurre cuando se modifican las leyes vía tratados, pues éstos 

son aprobados solo por el Senado. En olro caso, cuando una ley reforma a otra, debe 

pasar por ambas cámaras como lo hizo la ley reformada. La aprobación de tratados 

solo por el Senado es contrario al espíritu del artículo 72 letra F de la Constitución. 
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4) La propia Constitución faculta a la Camara de Diputados para conocer primero sobre 

las iniciativas de leyes en materia de contribuciones. Los tratados comerciales tienen 

una fuerte intensión de eliminar aranceles (al fin y al cabo contribuciones, al comercio 

exterior). En el caso del TLCI\N y del GATT 1994 por ejemplo, parte medular es la 

modificación de las políticas arancelarias. Sin embargo, la Ca mara de Diputados no 

pudo intervenir en este caso para conocer primero de las leyes en materia tributaria 

que irían a regir para Estados Unidos y Canada, pues se establecieron en un tratado. 

Más del 80% de las contribuciones por comercio exterior provienen del TLCAN, ¿qué 

importancia pueden tener las demas que fije el Congreso para el resto de los países? 

5) No existen razones juridicas de fondo que expliquen por qué en 1874 y hasta la fecha, 

se ha otorgado la facultad de aprobar los tratados intemacionales al Senado. Tal 

decisión obedeció a cuestiones políticas, no se advirtieron los problemas de legalidad 

que se presentarían mas adelante. 

Cuando una norma afeda la legalidad del sistema, generalmente se afectan otros 

aspectos de hecho, que respaldan los principios jurldicos. Es decir, existen razones 

para vigilar que los principios y reglas constitucionales se apliquen, porque de no ser 

así, se alteran valores de la sociedad. La ilegalidad per sé no es un problema, sino 

que los provoca. Uno de ellos precisamente es el de legitimidad. Al no aprobarse los 

tratados por ambas cama ras ocurre lo siguiente: 

1) Las leyes que rigen en el país en materia de comercio internacional, no esta n 

respaldadas debidamente por la representación popular. La Cámara de Diputados, 

encargada de representar los intereses del pueblo, no puede intervenir en la 

aprobación de leyes que se desprenden de tratados internacionales. 
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2) Las modificaciones a las leyes federales -consecuencia de los tratados~ tampoco 

son consentidas por los órganos de representación popular. El principio de 

autoridad formal de la ley, precisamente lo que busca es que solo quien pueda 

crear una ley pueda modificarla, pues de otro modo se amenazan los inlereses 

nacionales. 

3) Al ordenar el artículo 72 primer párrafo que se deben discutir en ambas cámaras 

los proyectos de leyes para lograr un mayor cuidado en la elaboración y 

expedición de normas que afectarán a los mexicanos. Dos órganos que revisen las 

leyes y les hagan observaciones son por fuerza. más seguros que uno solo. Si los 

tratados se analizaran en ambas cámaras el margen de error o de afectación 

indebida a los intereses nacionales serfa menor, como en el caso de las 

expropiaciones. 110 

4) Las leyes que rigen el comercio internacional cada vez menos, serán expedidas 

unilateralmente por un Estado. En materia de mercado internacional de bienes y 

servicios, el derecho positivo no será más el que decida libremente un pafs, sino 

el que logre acordar con las demás naciones. AsI, las normas que deriven de un 

tratado no tendrán la legitimidad suficiente si solo se aprueban por los 

representantes de las entidades federativas. Es necesario que los representantes 

del pueblo, quienes están más interesados en las cuestiones que directamente 

afectan a los individuos, tengan participación en estas leyes. 

5) Por volumen de transacciones, resulta paradójico que el mayor número de actos 

jurfdicos que se realizan en un país se regulen por leyes que no fueron aprobadas 

por el Congreso. El acto de comercio domina por mucho el ámbito de la 

contratación privada sujeta al derecho civil. y más aún, el acto de comercio 

internacional es predominante sobre los actos de comercio locales. Los tratados 
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deben ser aprobados por ambas cámaras, pues de lo contrario. se é'lmplía el 

espectro de operaciones que se sujetan a derecho positivo carente de 

representación popular. 

6) Se anula el poder de representación que tiene la Cámara de Diputados cuando el 

Ejecutivo envía leyes al Congreso y luego las cambia solo con la participación del 

Senado. Pudiera darse el caso, que el Ejecutivo accediera a iniciar una norma de 

comercio exterior en determinado sentido y luego, cambiarla a cada caso particular 

vía tratados internacionales. Ejemplo, el Congreso y en particular la Cámara de 

Diputados presionan al Ejecutivo a establecer un arancel de 25% sobre un bien 

determinado. El Presidente accede y envia su iniciativa de reforma a la Ley del 

Impueslo General de Importación. y enlra en vigor lal disposición. Dias después. el 

Presidente celebra un tratado internacional con los paises exportadores de ese 

bien para eliminar el arancel de 25% y volverlo tasa cero. Este tratado. lo aprueba 

el Senado, quien por cierto en toda su historia, jamás ha negado la aprobación a 

un tratado internacional. ¿Qué ocurre con los intereses de la población en ese 

caso? ¿No queda la Camara de Dipulados en lolal indefensión para impedir la 

modificación a la Ley respectiva, vía un tratado? ¿No serfan las normas de ese 

tratado ilegítimas? Esos y otros problemas se resolverían si los tratados debieran 

aprobarse por las dos cámaras, como cualquier otra ley. 

En conclusión, cuestiones graves pueden darse con el sistema actual de aprobación de 

tratados, de hecho, los casos explicados en esta tesis en el capitulo 4 muestran que esto 

es cierto, que ocurrió y que puede volver a ocurrir. 

llU Vio'!' CapÍlulo4. parte 1. ineisu B de esta tesis. 



V.- Correcta Ubicación de la Facultad del Senado para Aprobar los Tratados 

Internacionales. 

Esta tesis tielle el propósito fundamental de proponer que la facultad conferida al Senado 

en 1874 para aprobar los tratados internacionales regrese al Congreso General. Con esta 

decisión, se resolverían los problemas de legalidad y legitimidad analizados a lo largo de 

este trabajo. Además, se daría fin a más de 125 años de colusión infundada entre el 

Senado y el Ejecutivo para celebrar con muy pocas restricciones tratados intemacionales 

que afectan sustancialmente a todo el país. Ya se ha dicho, el TLCAN es un 

ordenamiento que reformó drasticamente la estructura económica, social, jurldica, cultural 

y política de México. Lejos de discutir en este trabajo si et TLCAN es o no benéfico para et 

país, se debate sobre la solidez del sistema jurídico mexicano. En mi opinión, se debe 

pensar que las disposiciones constitucionales existen para la seguridad nacional, 

independientemente de las calidades accidentales en las personas que dirigen al pals. El 

Constituyente de 1857 y el de 1917 crearon un sistema legal destinado a proteger los 

intereses de la población, dictaron normas que histórica y dialécticamente consideraban 

necesarias para la vida del país. Pensaron en ese entonces, que los hombres que 

ocuparan cargos públicos no serian perfectos y que debla dotarse a la Repúblíca de los 

mecanismos necesarios para asegurar que los valores que defiende el Estado fueran 

vigilados lo mejor posible. Uno de esos mecanismos es el principio autoridad formal de la 

ley. Con base en éste, las leyes y sus reformas deben seguir el mismo procedimiento para 

su implementación, porque de lo contrario, se estaría permitiendo que entraran en vigor 

leyes o reformas que no hubieran sido supervisadas adecuadamente. Lo importante para 

el Constituyente no era si esas normas serian buenas o malas, sino que el procedimiento 

para que entraran en vigor fuera lo suficientemente seguro y representativo, como para 
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volver a todos responsables de esas leyes. La capacidad personal y accidental de quien 

las propusiera no seria la única determinante en su resultado. 

Esta tesis se refirió especifica mente a los tratados sobre comercio exterior porque ello 

constituye el mejor ejemplo de cómo un acuerdo internacional de la importancia de 

TLCAN puede afectar las normas internas. El derecho positivo en materia de comercio 

internacional y todas las leyes que se le relacionan, no es ya el que unilateralmente 

expide un Estado de manera libre. incondicional y soberana, sino el que proviene del 

consenso multinacional. Las demás naciones extranjeras, tanto como nuestro país, 

concurren a formar leyes que serán derecho positivo en México, que incluso llegarán a 

desplazar a los ordenamientos locales. Sin embargo, estas leyes no son aprobadas por el 

órgano instituido para la creación de normas: el Congreso. Como se analizó en los 

capilulos 2, 3 Y 4 existe una aledación seria a la legalidad y la legitimidad cuando se 

aprueban tratados soto por el Senado, y se generan muy pocos beneficios. La doctrina e 

incluso el legislador, han omitido históricamente una razón juridica de fondo que respalde 

el por qué solo el Senado y no todo el Congreso apruebe los tratados. Por misteriosa 

tradición de más de 125 años, se ha concedido tal facultad al Senado y ahora, cuando la 

democracia parece iniciarse en México el asunto toma mayor relevancia. Todo apunta a 

que la Cámara de Diputados y el Senado (aunque ésle último continúa siendo dominado 

por el partido oficial) sean cada vez más, verdaderos órganos de contrapeso y vigilancia 

de los aclos del Ejecutivo. Quizás hace 20, 30 o 100 años no era importanle cuanlos 

trámites debían seguir las normas para entrar en vigor. pero hoy con la nueva pluralidad. 

esto es importante. La facultad de aprobar los tratados internacionales debe volver al 

Congreso General. 
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Conclusiones. 

1) Los tratados internacionales y en particular, los de libre comercio, modifican el 

derecho doméstico. Dado que el comercio internacional es una materia reservada 

expresamente para la Federación, los tratados y acuerdos internacionales hacen 

excepciones a leyes federales para poder cumplir con su objetivo de otorgar 

beneficios a los Estados parte. 

2) La aprobación exclusiva que hace la Cámara de Senadores a los tratados 

internacionales es contraria al principio de autoridad formal de la ley, consagrado en el 

articulo 72 letra F el cual establece que para la modificación de una ley debe seguirse 

el miS .. l0 procedimiento legislativo que el llevado a cabo para su formación. Por lo 

tanto, si un tratado internacional modifica una ley federal, el procedimiento idóneo para 

volverlo derecho positivo debiera ser la aprobación por el Congreso. 

3) La aprobación del Senado de los tratados internacionales de libre comercio atenta 

también contra un principio básico de nuestro sistema jurídico: la función legislativa no 

puede desempeñarse por una sola cámara. Por ende, el Senado, sin la concurrencia 

de la Cámara de Diputados. no tiene atribución para expedir teyes. Los tratados 

internacionales son, de acuerdo a la propia Constitución, Ley Suprema, y constituyen 

el único caso en que una ley de ese rango no es aprobada por el Congreso General. 

4) La aceptación expresa que hacen algunos ordenamientos en el sentido de permitir 

que sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales en que México sea 

parte, se aplicaran las normas federales, es irrelevante para la positividad de los 
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tratados, pues aun y cuando no existieran tales disposiciones, el tratado podrla 

aplicarse plenamente dado que surgen de fuentes jurfdicas diversas. 

5) Por mas de 125 años el sistema federal mexicano ha otorgado -por misleriosa 

tradición, una facultad al Senado sin que exista previamente una razón jurldica de 

fondo. La facultad analizada en esta tesis pasó de generación en generación sin 

haberse discutido a cuidadosamente. La sola repetición del texto hizo ver esta 

siluación como normal y legal. A pesar de haber sido aceptada por cada una de las 

legislaturas siguientes a la del 13 de noviembre de 1874, la facullad de aprobar 

tratados internacionales no debió haberse ni incluido ni aprobado sin que previamente 

se demostraran razones jurídicas de fondo que justificaran tal medida. 

La participación del Congreso General garantiza: 

6) Una verdadera vigilancia del Poder Legislativo sobre el Ejecutivo en la celebración de 

tralados, que no se reduzca a la aprobación del texto, sino que otorgue al Congreso la 

facultad y obligación de intervenir en las diferentes etapas para volver derecho positivo 

los acuerdos internacionales. Esto asegura un cuidadoso análisis del tratado, ya que 

el texto y las circunstancias que implica tal acuerdo son revisadas por un mayor 

número de personas. 

7) Una mayor tutela en los intereses de la población y de las entidades (si es que son 

diferentes). La suerte del tralado dependerla de la estructura permanente en la 

creación y expedición de tratados internacionales. 

8) La no concentración de poderes en el Presidente. En México, el Ejecutivo tiene plenos 

poderes para negociar, suscribir y enviar a los senadores su propuesta, sin más 
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limitación que la que le pueda imponer el Senado. Este, por la forma en que 

inlerviene. carece generalmente de información, pues está ausente durante todo el 

procedimiento contractual. La propuesta de esta tesis es tan solo el comienzo de 

muchas medidas que deberían adoptarse para asegurar la protección a los intereses 

de la nación. 
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